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Presentación


 Segunda edición de esta obra, que tan buena acogida ha tenido hasta la fecha, una obra completa, con un enfoque eminentemente técnico y práctico. Obra en la que se aborda la implantación práctica de la «administración electrónica» en el Sector Público; obra en la que se aúna en un solo volumen la casuística de la implantación electrónica en las principales materias de actividad administrativa que afectan a todas las Administraciones y en la que los autores contribuyen a un enfoque también eminentemente práctico. La primera obra sobre la implantación de la administración electrónica en Wolters Kluwer, la original, la auténtica, al margen de secuelas.

De hecho su actual nombre obedece al hecho de constituir una segunda edición, lo que provoca que el título no pueda ser modificado por aspectos legales, pero bien es cierto, en que el año que corre ya debería ser llamada «La implantación de la Administración Digital», que va mucho más allá de lo electrónico.

Para ello se han tenido en cuenta todos los cambios normativos recientes de nuestro ordenamiento administrativo que han supuesto una «revolución electrónica» para las Administraciones y administrados. Me refiero a las normas de transparencia; a las conocidas como siamesas, Leyes 39 y 40/2015; al conjunto normativo que regula la contratación pública, teniendo muy presente en este punto todo el marco normativo de la Unión Europea, la Ley de Contratos del Sector Público y el derecho aplicado de la contratación pública electrónica , y, por supuesto, la factura electrónica, en la que acaba deviniendo prácticamente la totalidad del actuar administrativo.

En esta edición, hemos dado una vuelta al orden de las materias, haciéndolas más adaptadas a la tramitación de la actividad administrativa. De forma que iniciamos el libro por el estudio y análisis de las relaciones electrónicas ad extra, continuando con las relaciones electrónicas ad intra de las Administraciones Públicas. Capítulos I y II, respectivamente.

En el Capítulo III, se afronta el reto de la contratación pública electrónica, con un enfoque totalmente volcado en esta edición en el estudio del Derecho aplicado de la misma, analizando para ello cuál ha sido la respuesta de los Tribunales Administrativos de Recursos Contractuales ante esta actividad electrónica de la administración contratante.

Es muy importante destacar el grado de actualización de esta obra, como lo muestra la incorporación de los cambios derivados de la Ley 6/2020, de 11 de noviembre, reguladora de determinados aspectos de los servicios electrónicos de confianza, publicada y en vigor escasos días antes de la publicación de esta segunda edición.

En el capítulo IV, no por azar se encuentra el broche a lo que podemos llamar la Administración Pública Integral y es que, como sabemos, gran parte de la actividad administrativa deriva en esta obligación de pago que se plasma en la facturación electrónica.

Como colofón y a la par pilar de toda la actividad administrativa ubicamos la aplicación de la transparencia, abordando además del marco normativo, la transparencia activa o el acceso a la información pública.

Finalmente, sólo me queda agradecer la inestimable participación de todos los autores, sin cuya colaboración esta obra no hubiera sido posible. En esta segunda edición repiten prácticamente la totalidad de autores, conformando una brillante sintonía profesional y práctica, con una manifiesta y acreditada trayectoria, no sólo a través de esa experiencia profesional, sino como autores de muchas otras publicaciones.

Dr. Jaime PINTOS SANTIAGO

Jurista, docente y escritor








Capítulo I El Procedimiento Administrativo Electrónico en la Ley 39/2015 (1) 


Concepción CAMPOS ACUÑA

Doctora en Derecho y secretaria de administración local, categoría superior



 1.  Planteamiento general

Uno de los mayores cambios experimentados por la sociedad en los últimos años, señaladamente a finales del S. XX y comienzos del S. XXI, viene representado por la aparición y el despliegue de las nuevas tecnologías de la sociedad y la información, cambio al que las Administraciones Públicas (AAPP) no podían permanecer ajenas. Por ello, tras la introducción de pequeñas modificaciones en la normativa básica sobre el procedimiento administrativo común, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJPAC), y para facilitar la progresiva adaptación a esta nueva realidad, en el año 2007 se aprobaba la Ley 11/2007, de 22 de junio, de Acceso Electrónico de los Ciudadanos a los Servicios Públicos (LAE), introduciendo una regulación paralela del procedimiento administrativo común pero en formato electrónico.

Sobre la base del reconocimiento por la LAE en su artículo 6 de un catálogo de derechos de los ciudadanos a relacionarse electrónicamente con las AAPP, su asimétrico grado de implantación en los distintos niveles territoriales, prácticamente en términos de voluntariedad, apareció lo que se ha conocido como brecha digital en el acceso a los servicios públicos, con una clara desigualdad para la ciudadanía en función del territorio en el que pretendiesen ejercer su derecho. Esta situación se producía como consecuencia de la técnica normativa utilizada para determinar el proceso de implantación de la administración electrónica, condicionada a la disponibilidad de recursos presupuestarios y también como consecuencia de la infrautilización de esta tecnologías por la sociedad, en otra vertiente de la brecha digital, como acreditan los más recientes estudios en la materia.

Según la Encuesta del Instituto Nacional de Estadística (INE) sobre Equipamiento y Uso de las Tecnologías de la Información y la Comunicación en los hogares españoles de 2019 sólo un 57,6% de la población interactuó con la administración pública por Internet y eso a pesar del elevado grado de penetración de las nuevas tecnologías en la sociedad, como lo demuestra el dato de que el 91,4 % de los hogares españoles tiene acceso a internet. Destacar el dato de que un 11,3% de las personas declara que habiendo tenido la necesidad de presentar un formulario ante la administración pública, finalmente no lo hizo, y cuando se le pregunta por las causas para que no lo enviara el 51,8% señala que otra persona lo tramitó en su nombre; el 33, 1% por la falta de habilidades o conocimientos y el 26% por no disponer o tener problemas de firma digital o certificado digital.

El escaso nivel de vinculación de las previsiones normativas de la LAE dibujaban, casi diez años después de su aprobación, muy diferentes escenarios en relación con el grado de transformación digital del procedimiento administrativo y la utilización de la conocida como administración electrónica, circunstancias que requerían la adopción de una nueva estrategia normativa, estrategia que se materializaba en el año 2015, a finales casi de legislatura, a través de la aprobación de dos leyes, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPACAP) y la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), con las que se rompía la hegemonía normativa de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico y Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LRJPAC) y con las que se pretende poner fin a esta situación de dispersión normativa, de regular por un lado, el procedimiento administrativo común y, por otro, los aspectos de tramitación electrónica del procedimiento, clarificando las cuestiones de carácter conceptual y ofreciendo un marco básico de funcionamiento electrónico al conjunto de las AAPP, tal y como se recoge en la propia Exposición de Motivos de la LPACAP.

1.1.  La dicotomía normativa en materia de procedimiento administrativo

Desde el punto de vista de la técnica normativa, con la aprobación de la LPACAP y la LRJSP, se vuelve, en la definición normativa del régimen vertebral de las AAPP, al modelo del legislador de los años 50, en el que con una regulación bifocal aquél se estructuraba a través de dos normas, la Ley de Procedimiento Administrativo, de 17 de julio de 1958, y la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado, de 26 de julio de 1957. La principal razón de esta separación parte de la división entre relaciones ad intra y ad extra, según las propias palabras de la Exposición de Motivos LPACAP, pero su ejecución material ha resultado una técnica artificiosa y poco sistemática en términos regulatorios, en particular, en relación con determinados aspectos, como la entrada en vigor de sus previsiones, tal y como se examinará a lo largo del presente Capítulo.

Frente a esta pretendida solución de claridad, los propios órganos consultivos en trámite de informe al Anteproyecto, el Consejo de Estado, primero, y el Consejo General del Poder Judicial, después, se encargaron ya de poner de relieve esta deficiencia al afirmar que la técnica de desdoblamiento normativo utilizada sobre la base de la distinción entre las relaciones ad extra, en la LPACAP y las relaciones ad intra, en la LRJSP, no sólo no contribuye a una mejora regulatoria, sino que «introduce una notable confusión en el ordenamiento», ante la imposibilidad de llevar a cabo una separación entre los aspectos procedimentales y los aspectos orgánicos, obteniendo como resultado una distinción artificiosa en la nueva regulación.

Cuestión llamativa, máxime desde la consideración de la propia voluntad del legislador manifestando que la mejora de la calidad regulatoria constituye uno de los objetivos de la reforma introducidos en el Título VI LPACAP, De la iniciativa legislativa y de la potestad para dictar reglamentos y otras disposiciones, tal y con la introducción de técnicas de Smart o better regulation, a través de la definición de nuevos principios regulatorios, procesos participativos en desarrollo del artículo 105.b) de la Constitución Española (CE) y la implantación de sistemas de planificación y evaluación normativa, tal y como analizaremos en el siguiente apartado, a modo de breve reseña.

Desde el punto de vista competencial, la Disposición Final 1ª LPACAP afirma el anclaje constitucional de la nueva regulación en diferentes títulos (2) , sin embargo, tanto frente a ésa cómo frente a la LRJSP se han interpuesto sendos recursos de inconstitucionalidad por la Comunidad Autónoma de Cataluña y por la Comunidad Autónoma de Canarias. En el primero de los casos, Cataluña, recurso de inconstitucionalidad núm. 3628-2016, interpuesto contra los artículos 1, apartado 2; 6, apartado 4, párrafo segundo; 9, apartado 3; 13 a); 44; 53, apartado 1 a), párrafo segundo; y 127 a 133; disposiciones adicionales segunda y tercera, y disposición final primera, apartados 1 y 2, de la LPACAP. Y recurso de inconstitucionalidad núm. 3774-2016, interpuesto contra los artículos 39; 49 h), párrafo segundo, y por conexión, la disposición adicional octava, 1; 52.2 desde «teniendo en cuenta» hasta el final del apartado; 81.3; 83.2.c y, por conexión, la disposición adicional octava, 2; 120.2; 121; 122; 126; 129.2; 157.3, último párrafo, y por conexión con los citados preceptos, la disposición final decimocuarta de la LRJSP.

En el caso de la Comunidad Autónoma de Canarias se interponía recurso de inconstitucionalidad núm. 3865-2016, contra los artículos 1, en conexión con el Título VI (artículos 127-133) de la LRJSP y recurso de inconstitucionalidad núm. 3903-2016, contra los artículos 50.2 d), 48.8 y disposiciones adicionales séptima y octava de la LRJSP, como se puede comprobar de alcance mucho más limitado en este supuesto.

Esta norma ha sido objeto de declaración parcial de inconstitucionalidad por Sentencia dictada en el recurso de inconstitucionalidad núm. 3628-2016 interpuesto por la Abogada de la Generalidad de Cataluña, en representación de su Gobierno, contra los arts. 1.2, 6.4, párrafo segundo, 9.3, 13 a), 44, 53.1 a), párrafo segundo, y 127 a 133, así como las disposiciones adicionales segunda y tercera y disposición final primera, apartados 1 y 2, LPACAP, con las siguientes conclusiones:


	
1.  Declarar la inconstitucionalidad y nulidad de las previsiones siguientes de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas: el párrafo segundo del art. 6.4; los incisos «o Consejo de Gobierno respectivo» y «o de las consejerías de Gobierno» del párrafo tercero del art. 129.4 y el apartado 2 de la disposición final primera.

	
2.  Declarar que los arts. 129 (salvo el apartado 4, párrafos segundo y tercero), 130, 132 y 133 de la Ley 39/2015 son contrarios al orden constitucional de competencias en los términos del fundamento jurídico 7 b) de esta Sentencia.

	
3.  Declarar que el art. 132 y el art. 133, salvo el inciso de su apartado 1 «Con carácter previo a la elaboración del proyecto o anteproyecto de ley o de reglamento, se sustanciará una consulta pública» y el primer párrafo de su apartado 4, ambos de la Ley 39/2015, son contrarios al orden constitucional de competencias en los términos del fundamento jurídico 7 c) de esta Sentencia.

	
4.  Declarar que la disposición adicional segunda, párrafo segundo, de la Ley 39/2015 no es inconstitucional interpretada en los términos del fundamento jurídico 11 f) de esta Sentencia.

	
5.  Desestimar el recurso de inconstitucionalidad en todo lo demás.



Con carácter previo, y con el objeto de situar el desarrollo de este Capítulo, debe puntualizarse que la LPACAP prevé una técnica de vigencia bifásica, delimitando determinados aspectos materiales que surtirán efectos a los dos años de su entrada en vigor, más allá de la vacatio legis de un año prevista para la generalidad de sus contenidos, y que afectará al registro electrónico, registro general de apoderamientos, punto general de acceso electrónico, plataforma de intermediación de datos y archivo electrónico único, y que ha sido sucesivamente ampliada, tal y como se examinará al cierre del presente capítulo.

Este horizonte temporal para la activación completa de las previsiones normativas de la LPACAP fue objeto de modificación por el artículo sexto del Real Decreto-ley 11/2018, de 31 de agosto, de transposición de directivas en materia de protección de los compromisos por pensiones con los trabajadores, prevención del blanqueo de capitales y requisitos de entrada y residencia de nacionales de países terceros y por el que se modifica la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la LPACAP.

El precepto es muy simple, se limita a fijar que las previsiones relativas al registro electrónico de apoderamiento, registro electrónico, registro de empleados públicos habilitados, punto de acceso general electrónico de la Administración y archivo electrónico único producirán efectos a partir del 2 de octubre de 2020. Es decir, 2 años más tarde de lo inicialmente previsto. La justificación, en el apartado VI de la Exposición de Motivos: vacatio insuficiente para contar de forma simultánea con las condiciones para cumplir los objetivos fijados, necesaria madurez de desarrollos tecnológicos y jurídicos, desarrollo reglamentario, en definitiva, imposibilidad técnico-organizativa de concluir en los plazos iniciales la adaptación a la nueva realidad.

A continuación y tras sentar las bases del ámbito objetivo y subjetivo de la Ley, abordaremos, a modo simplemente introductorio, dos aspectos conexos con el procedimiento administrativo, uno intrínseco a la propia LPACAP, como es el novedoso Título VI y la pretendida mejora de la calidad regulatoria, y otro, extrínseco, como son las principales líneas de la LRJSP, desde la perspectiva apuntada de la necesaria interacción entre ambas normas para alcanzar los objetivos normativos en su versión dual.

1.2.  Ámbito objetivo y subjetivo del nuevo procedimiento

Para abordar adecuadamente los principales aspectos del nuevo procedimiento administrativo común tras la LPACAP resulta preciso delimitar los aspectos objetivos y subjetivos de la nueva regulación para fijar los términos claros de su integración en el ordenamiento jurídico y en el funcionamiento del conjunto de las AAPP.

En cuanto al ámbito objetivo, el artículo 1 LPACAP establece que la norma tiene por objeto regular los requisitos de validez y eficacia de los actos administrativos, el procedimiento administrativo común a todas las AAPP, incluyendo el sancionador y el de reclamación de responsabilidad de las mismas, así como los principios a los que se ha de ajustar el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria y que, sólo mediante ley, cuando resulte eficaz, proporcionado y necesario para la consecución de los fines propios del procedimiento, y de manera motivada, podrán incluirse trámites adicionales o distintos a los contemplados en la Ley.

A pesar de esta reserva legal, se reconoce a las diferentes AAPP la potestad reglamentaria para establecer especialidades procedimentales referidas a los órganos competentes, plazos propios del concreto procedimiento por razón de la materia, formas de iniciación y terminación, publicación e informes a recabar, sin perjuicio del desarrollo legal que puedan llevar a cabo las CCAA en ejercicio de sus competencias estatutariamente establecidas.

Tratándose de la definición del procedimiento administrativo común, resulta necesario precisar los supuestos excluidos de la aplicación de la nueva regulación de la LPACAP recogidos en su Disposición adicional primera, que regula las especialidades por razón de materia y conforme a la cual los procedimientos administrativos regulados en leyes especiales por razón de la materia que no exijan alguno de los trámites previstos en la misma o regulen trámites adicionales o distintos se regirán, respecto a éstos, por lo dispuesto en dichas leyes especiales.

En particular, se regirán por su normativa específica y supletoriamente por lo dispuesto en la LAPACP las siguientes actuaciones y procedimientos:


	
a)  Las actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos en materia tributaria y aduanera, así como su revisión en vía administrativa.

	
b)  Las actuaciones y procedimientos de gestión, inspección, liquidación, recaudación, impugnación y revisión en materia de Seguridad Social y Desempleo.

	
c)  Las actuaciones y procedimientos sancionadores en materia tributaria y aduanera, en el orden social, en materia de tráfico y seguridad vial y en materia de extranjería.

	
d)  Las actuaciones y procedimientos en materia de extranjería y asilo.



En lo relativo a su ámbito subjetivo, y sin ánimo de profundizar en este aspecto, que no puede abordarse a efectos de responder al objetivo de este Capítulo, la LPACAP se aplica al sector público, que comprende:


	
a)  La Administración General del Estado.

	
b)  Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.

	
c)  Las Entidades que integran la Administración Local.

	
d)  El sector público institucional.



A los efectos de lo previsto en la LAPCAP, el sector público institucional se integrará por:


	
a)  Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las Administraciones Públicas.

	
b)  Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas, que quedarán sujetas a lo dispuesto en las normas de esta Ley que específicamente se refieran a las mismas, y en todo caso, cuando ejerzan potestades administrativas.

	
c)  Las Universidades públicas, que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por las previsiones de la Ley.



En dicho sentido, tendrán la consideración de AAPP la Administración General del Estado (AGE), las Administraciones de las Comunidades Autónomas (CCAA), las Entidades que integran la Administración Local (EELL), así como los organismos públicos y entidades de derecho público previstos en la letra a) del apartado 2 del artículo 2.

En cuanto a las Corporaciones de Derecho Público, se regirán por su normativa específica en el ejercicio de las funciones públicas que les hayan sido atribuidas por Ley o delegadas por una Administración Pública, y supletoriamente por la LPACP.

La LPACAP contempla también las especialidades respecto a la actuación administrativa de los órganos competentes del Congreso de los Diputados, del Senado, del Consejo General del Poder Judicial, del Tribunal Constitucional, del Tribunal de Cuentas, del Defensor del Pueblo, de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas y de las instituciones autonómicas análogas al Tribunal de Cuentas y al Defensor del Pueblo, al disponer en su Disposición adicional quinta que se regirá por lo previsto en su normativa específica, en el marco de los principios que inspiran la actuación administrativa de acuerdo con la LPACAP.

1.3.  La falta de calidad de la regulación: una propuesta de mejora

Como señalábamos, uno de los objetivos de la reforma es introducir en nuestro ordenamiento jurídico técnicas de smart regulation y better regulation, sumándonos así a los nuevos paradigmas normativos propuestos desde la Comisión Europea y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), en los términos expresados en la Exposición de Motivos LPACAP (3) .

Las iniciativas previas, entre las que podríamos destacar la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, que el legislador había adoptado con esta finalidad, no se demostraron suficientes para alcanzar el objetivo fijado, ni tan siquiera frente al problema de la dispersión normativa, tal y como se encarga de señalar la propia LPACAP (4) , y que lleva al legislador a introducir, novedosamente, el Título VI, dedicado íntegramente a materializar no sólo la mejora de la calidad regulatoria, sino también el principio constitucional recogido en el artículo 105.b), regulando con carácter básico el derecho de audiencia de los ciudadanos y de sus asociaciones y organizaciones representativas en dicho procedimiento. Se fija de este modo, un suelo de mínimos para el conjunto de las AAPP, y al margen de la posibilidad de llevar a cabo procesos de apertura de los gobiernos, que conduce a la ampliación, con carácter general, de los trámites de consulta y participación ciudadana en la elaboración de las disposiciones normativas. A efectos de dar cumplimiento a esta obligación legal, por Acuerdo del Consejo de Ministros de 30 de septiembre de 2016, se dictan instrucciones para habilitar la participación pública en el proceso de elaboración normativa a través de los portales web de los departamentos ministeriales, publicado por Orden PRE/1590/2016, de 3 de octubre.

El mandato de mejora regulatoria se vertebra a través de distintos ejes:


	
•  La necesaria observancia de los principios de calidad de la regulación. Principios que se concretan en los de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia, sin perjuicio del añadido de que en aquellos casos en los que la iniciativa normativa afecte a los gastos o ingresos públicos presentes o futuros, se deberán cuantificar y valorar sus repercusiones y efectos, y supeditarse al cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, según lo dispuesto en su artículo 129. (5)  LPACAP.

	
•  Planificación normativa. Conforme al artículo 132 LPACAP, anualmente, las AAPP harán público un Plan Normativo que contendrá las iniciativas legales o reglamentarias que vayan a ser elevadas para su aprobación en el año siguiente, y que, una vez aprobado, se publicará en el Portal de la Transparencia de la Administración Pública correspondiente.

	
•  Evaluación normativa. Se prevé un sistema de evaluación, de carácter periódico, para verificar la adaptación de las normas a los principios de buena regulación, valorando en qué medida en que las normas en vigor han conseguido alcanzar los objetivos previstos y si estaba justificado y correctamente cuantificado el coste y las cargas impuestas en ellas, en los términos establecidos en el artículo 130 LPACAP, como una clara apuesta por la calidad al introducir instrumentos de medición.



Sin olvidar que la LPACAP contempla un mandato que opera sobre la totalidad del ordenamiento jurídico existente en el momento de su entrada en vigor, mediante la regulación establecida en su Disposición Final Quinta que recoge la obligación de proceder a revisar el conjunto normativo de la respectiva administración, con la finalidad de verificar su adaptación a la nueva configuración del procedimiento administrativo común. Es decir, que conforme a lo dispuesto en dicha Disposición, todas las AAPP deben proceder a adaptar a la LPACAP las normas reguladoras de los distintos procedimientos administrativos en la medida en que sean incompatibles con lo previsto en la nueva normativa, para lo cual dispondrán del plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Ley, sin perjuicio de que opere la técnica de la derogación tácita en el caso de no actuar conforme a lo señalado, en aplicación de la Disposición Derogatoria Única.

Todo ello sin perjuicio de que cada administración debe valorar la conveniencia de incorporar o no a su respectivo acervo normativo una norma propia a propia que regule los aspectos y peculiaridades del ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria, en particular, o subsumiendo estos aspectos en los posibles desarrollos reglamentarios que se puedan aprobar para la adaptación al conjunto de la nueva regulación impuesta por la LPACAP.

En este punto debemos recordar la citada Sentencia dictada en el recurso de inconstitucionalidad núm. 3628-2016 interpuesto por la Abogacía de la Generalidad de Cataluña, que en materia de iniciativa legislativa y de la potestad para dictar reglamentos y otras disposiciones:


	
—  Declara que los artículos 129, 130, 132 y 133 de la LPA/2015 son contrarios al orden constitucional de competencias y que, en consecuencia, no son aplicables a las iniciativas legislativas de las Comunidades Autónomas, por lo que se ha producido una invasión de competencias de las Comunidades Autónomas, estatutariamente atribuidas, en orden a organizarse y regular la elaboración de sus leyes porque «no son aplicables a las iniciativas legislativas de las Comunidades Autónomas», sin que ello determine su nulidad, puesto que se trata de artículos que se refieren también a las iniciativas legislativas del Gobierno nacional, lo que no ha suscitado controversia alguna en este proceso. De modo que, para remediar la invasión competencial señalada, basta declarar que estos preceptos son contrarios al orden constitucional de competencias y que, en consecuencia, no son aplicables a las iniciativas legislativas de las Comunidades Autónomas (Fundamento 7 b de la Sentencia que contiene expresa referencia a la Sentencia del Tribunal Constitucional 50/1999, de 6 de abril, F. 7 y 8).

	
—  Los artículos 132 y 133 de la LPA/2015, en tanto que suponen una regulación de carácter marcadamente formal o procedimental que desciende a cuestiones de detalle (como son como la periodicidad, contenido y lugar de publicación del plan normativo), no pueden entenderse amparadas por el artículo 149.1.18 de la Constitución, de lo que se deriva que se ha producido invasión de las competencias estatutarias de las Comunidades Autónomas (Fundamento 7 c de la Sentencia que contiene expresa referencia a la Sentencia del Tribunal Constitucional 91/2017, de 6 de julio, F. 6).



1.4.  La interacción con la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público

No obstante la anunciada y pretendida separación ad intra y ad extra entre la LPAC y la LRJSP, no resulta posible operar ni a nivel de procedimiento ni de régimen jurídico con tan sólo una de ellas, sino que es preciso manejar ambas normas a efectos de determinar los niveles de integración que, en función de los distintos ámbitos regulatorios, será de mayor o menor intensidad (6) .

Desde esta óptica, debemos diferenciar contenidos que afectan única y exclusivamente a la AGE, en coherencia con la derogación normativa de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, de los contenidos que se incorporan al régimen jurídico básico de todo el sector público, dentro del cual pueden destacarse (7) :


	
•  Regulación de los principios generales a los que deberán sujetar su actuación y relaciones las AAPP, tanto en el ámbito ciudadano como las que se dan entre las propias administraciones. Entre ellos destaca la incorporación, en el artículo 4 LRJSP de los principios de intervención de las Administraciones Públicas para el desarrollo de una actividad, derivado del nuevo modelo de intervención posterior tras la Directiva 123/2006/CE del Consejo y de la Comisión, de 12 de diciembre, del Mercado Interior de Servicios, la comúnmente conocida Directiva Bolkestein y la normativa de transposición.

	
•  Régimen de funcionamiento electrónico de los órganos colegiados. La LRJSP mantiene los aspectos de la LRJPAC relativos a la regulación orgánica en el funcionamiento de la administración, en sus artículos 5 a 14, regulando las diversas técnicas de articulación de las competencias y contempla las normas de aplicación para el establecimiento del funcionamiento de los órganos colegiados, en clave electrónica. En este sentido, recoge con absoluta normalidad la dualidad en el funcionamiento presencial o electrónico de los órganos colegiados en su artículo 17.1, sin perjuicio de la excepción a dicha norma para los órganos de gobierno, tanto del Estado, como de las CCAA y las EELL, establecida por la Disposición Adicional Vigesimoprimera.

	
•  Responsabilidad patrimonial y potestad sancionadora. A pesar de que, como veremos, la LPACAP ha suprimido los procedimientos especiales que recogía la LRJPAC, regulando simplemente como especialidades del procedimiento administrativo común las relativas a materias como la sancionadora o la responsabilidad patrimonial, será necesario recurrir a la LRJSP para la tramitación de estos procedimientos, ya que en el Capítulo III de su Título Preliminar recoge los principios de la potestad sancionadora y en el Capítulo IV del mismo Título los principios de la responsabilidad patrimonial, sin los cuales no resultará posible la tramitación de los respectivos procedimientos, dado su carácter informador.

	
•  Relaciones interadministrativas. La implantación definitiva de la administración electrónica requiere, en un Estado multinivel, con una organización territorialmente compleja y con un amplio sector público, la definición del marco para el desarrollo de las relaciones interadministrativas orgánicas, con especial referencia a las técnicas de cooperación y coordinación, y con clara incidencia en un sector ampliamente revisado por el legislador, como es el de los convenios y consorcios, que se completan con las relaciones interadministrativas electrónicas.



Por otra parte, la LRJSP incorpora los aspectos regulatorios del funcionamiento electrónico de las AAPP heredados de la LAE que exige también la combinación con la LPACAP, en cuanto en sus artículos 38 a 46 recoge contenidos relativos al portal web, sede electrónica y otros de carácter ambivalente en ambas normas y que debe integrarse con otros elementos regulatorios clave para el nuevo procedimiento, que aparecen en la LPACAP, como son la firma e identificación electrónica, el registro electrónico o el punto general de acceso electrónico y que serán objeto de análisis en este capítulo.

2.  Los ciudadanos ante el procedimiento administrativo electrónico

La LPACAP contempla una nueva dimensión de los ciudadanos en sus relaciones con la Administración, situando en un primer plano el ejercicio de sus derechos, en una doble consideración, como personas y como interesados. Desde esta óptica llama la atención la propia terminología utilizada, usando, por primera vez, la referencia a las «personas». Del súbdito del S XIX al ciudadano del S. XXI, del administrado que se sitúa en una posición pasiva frente a la administración al gobierno abierto en el que los ciudadanos participan activamente en los procesos de toma de decisión de los gobiernos, a las personas que constituyen el eje del nuevo procedimiento administrativo.

Más allá del reconocimiento formal de un catálogo de derechos, la reforma debe actuar sobre un escenario que permita el acceso material al ejercicio de estos derechos, afirmación que debe conectarse con la brecha digital y el escaso grado de implantación de la administración electrónica. Se hace necesario superar una serie de dificultades y condicionamientos previos que pueden suponer considerables obstáculos en la implantación de la administración electrónica, tanto respecto a la propia sociedad como desde el punto de vista de las redes y conexiones necesarias para materializar el derecho, que en realidad se configura como un derecho-deber en determinados supuestos, a diferencia del modelo previsto por el legislador en el año 2007. Sin olvidar que la brecha digital no es un problema en exclusiva de la sociedad, sino que afecta a la propia administración, que carece, en muchos casos, del equipamiento tecnológico para dar respuesta a las demandas actuales, pero sobre todo en el ámbito de los equipos y personas, donde todavía muchos empleados públicos carecen de esas competencias digitales y, por otra parte, la propia configuración de las redes de comunicación que habrán de dar soporte al nuevo procedimiento y que resultan insuficientes para dar respuesta a las nuevas necesidades.

A continuación analizaremos los derechos que la LPACAP reconoce a los ciudadanos en su posible doble condición, como personas y como interesados en el procedimiento, realizando especial mención a la incorporación de los derechos derivados de la transformación digital del procedimiento y a las modificaciones experimentadas en el ejercicio de derechos ya reconocidos en la LRJPAC, completado con una visión individualizada en cuanto al derecho-deber a relacionarse electrónicamente con las AAPP, para finalizar con la referencia al registro de funcionarios habilitados como un pilar fundamental del nuevo sistema en cuanto a facilitar el acceso a las personas e interesados a sus relaciones en clave electrónica.

2.1.  Derechos de las personas

El artículo 13 LPACAP contempla los derechos de las personas en sus relaciones con las AAPP, para cuyo análisis enfocaremos el desarrollo de los mismos a través del articulado de la ley, derechos que se conectan con el planteamiento estratégico de implantación de la administración electrónica, sin perjuicio de los derechos reconocidos en el artículo 53 LPACAP referidos a los interesados en el procedimiento administrativo.

Partiendo del genérico reconocimiento del derecho de las personas a relacionarse (o no) electrónicamente con las AAPP para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de esta vía, ex artículo 14 LPACAP, salvo en aquellos supuestos en los que el citado precepto impone esta vía de comunicación como obligatoria, y sin perjuicio de que esta decisión no supone un condicionamiento permanente, pues en cualquier momento las personas podrán modificar este medio, el citado precepto establece que aquéllos que de conformidad con el artículo 3 (8) , tienen capacidad de obrar ante las AAPP, son titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes derechos:

a) A comunicarse con las Administraciones Públicas a través de un Punto de Acceso General electrónico de la Administración.

El Punto de Acceso General electrónico se configuraba en la LAE de un modo mucho más amplio y completo al establecido en la LPACAP, que recoge una regulación extremadamente sintética. El artículo 8 de la LAE imponía a las AAPP la obligación de habilitar diferentes canales o medios para la prestación de los servicios electrónicos, garantizando en todo caso el acceso a los mismos a todos los ciudadanos, con independencia de sus circunstancias personales, medios o conocimientos, en la forma que estimen adecuada, estableciendo, específicamente para la AGE la garantía el acceso de todos los ciudadanos a los servicios electrónicos proporcionados en su ámbito a través de un sistema de varios canales que cuente, al menos, con los siguientes medios (9) :


	
•  Las oficinas de atención presencial que se determinen, las cuales pondrán a disposición de los ciudadanos de forma libre y gratuita los medios e instrumentos precisos para ejercer los derechos reconocidos en el artículo 6 LAE, debiendo contar con asistencia y orientación sobre su utilización, bien a cargo del personal de las oficinas en que se ubiquen o bien por sistemas incorporados al propio medio o instrumento.

	
•  Puntos de acceso electrónico, consistentes en sedes electrónicas creadas y gestionadas por los departamentos y organismos públicos y disponibles para los ciudadanos a través de redes de comunicación. En particular se creará un punto de acceso general a través del cual los ciudadanos puedan, en sus relaciones con la AGE y sus Organismos Públicos, acceder a toda la información y a los servicios disponibles. Este punto de acceso general contendrá la relación de servicios a disposición de los ciudadanos y el acceso a los mismos, debiendo mantenerse coordinado, al menos, con los restantes puntos de acceso electrónico de la AGE y sus Organismos Públicos.



Esta identificación previa del punto de acceso general electrónico con un portal de acceso, nos remite a lo dispuesto en el artículo 39 LRJSP cuando señala que se entiende por portal de internet el punto de acceso electrónico cuya titularidad corresponda a una Administración Pública, organismo público o entidad de Derecho Público que permite el acceso a través de internet a la información publicada y, en su caso, a la sede electrónica correspondiente. Sin perjuicio de mantener la configuración de la sede electrónica como aquella dirección electrónica disponible para los ciudadanos a través de redes de telecomunicaciones, cuya titularidad corresponde a una Administración Pública, o bien a una o varios organismos públicos o entidades de Derecho Público en el ejercicio de sus competencias.

En este caso, la Disposición Transitoria cuarta LPACAP recoge la obligación de disponer de un punto de acceso general electrónico de la Administración entre aquellas obligaciones sujetas a una condición suspensiva en su eficacia, a los dos años de expirar la vacatio legis general, en consecuencia, podríamos decir que se trata de un derecho cuyo ejercicio en los términos previstos en la LPACAP se vería demorado en su aplicación.

b) A ser asistidos en el uso de medios electrónicos en sus relaciones con las Administraciones Públicas.

La falta de competencias digitales de los ciudadanos debe superarse mediante el establecimiento de una serie de garantías ofrecidas por la propia Administración, que se concretan en el artículo 12 LPACAP en relación con la obligación de la administración de disponer de un sistema de asistencia en el uso de medios electrónicos a los interesados, por su conectividad. Se trata de la garantía de que los interesados puedan relacionarse con la Administración a través de medios electrónicos, en ejecución de la cual las AAPP pondrán a su disposición los canales de acceso que sean necesarios así como los sistemas y aplicaciones que en cada caso se determinen.

Las AAPP están obligadas a asistir en el uso de medios electrónicos a los interesados no incluidos en los apartados 2 y 3 del artículo 14 LPACAP que así lo soliciten, especialmente en lo referente a la identificación y firma electrónica, presentación de solicitudes a través del registro electrónico general y obtención de copias auténticas.

Si alguno de estos interesados no dispone de los medios electrónicos necesarios, su identificación o firma electrónica en el procedimiento administrativo podrá ser válidamente realizada por un funcionario público mediante el uso del sistema de firma electrónica del que esté dotado para ello. En este caso, será necesario que el interesado que carezca de los medios electrónicos necesarios se identifique ante el funcionario y preste su consentimiento expreso para esta actuación, de lo que deberá quedar constancia para los casos de discrepancia o litigio.

A estos efectos, la AGE, las CCAA y las EELL deberán mantener actualizado un registro, u otro sistema equivalente, donde constarán los funcionarios habilitados para la identificación o firma electrónica, registros o sistemas que deberán ser plenamente interoperables y estar interconectados con los de las restantes AAPP, a los efectos de comprobar la validez de las citadas habilitaciones, y en este registro o sistema equivalente, al menos, constarán también los funcionarios que presten servicios en las oficinas de asistencia en materia de registros.

Como herramienta de simplificación en el ejercicio de este derecho, la Disposición adicional cuarta establece la obligación de que las AAPP mantengan permanentemente actualizado en la correspondiente sede electrónica un directorio geográfico que permita al interesado identificar la oficina de asistencia en materia de registros más próxima a su domicilio.

c) A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo previsto en la Ley y en el resto del ordenamiento jurídico.

Se mantiene la previsión de la LRJPAC en relación con el derecho a la utilización de las lenguas cooficiales, y a estos efectos resultará de aplicación la normativa autonómica en aquellas CCAA que disponen de lengua propia, que deberá conjugarse con lo establecido en el artículo 15 LPACAP al afirmar que la lengua de los procedimientos tramitados por la AGE será el castellano. No obstante lo anterior, los interesados que se dirijan a los órganos de la AGE con sede en el territorio de una Comunidad Autónoma podrán utilizar también la lengua que sea cooficial en ella, sin que las demás cuestiones regulatorias hayan introducido modificaciones.

d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y el resto del Ordenamiento Jurídico.

La LTAIP reconoce ampliamente en su artículo 12 a todas las personas derecho a acceder a la información pública, en los términos previstos en el artículo 105.b) CE, desarrollado en la propia norma, sin perjuicio de las críticas por el anclaje constitucional en este precepto y no en el artículo 20 CE, y de donde deriva su falta de reconocimiento como derecho fundamental. A efectos de su ejercicio se entenderá por información pública los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación del título I y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones.

Para su ejercicio, pues, será necesario recurrir al procedimiento especial previsto en la normativa sobre transparencia, con la aplicación de los correspondientes límites y, sin perjuicio, de las prescripciones derivadas de la normativa autonómica en lo relativo a la determinación de los órganos competentes para tramitar las reclamaciones presentadas contra las resoluciones dictadas en los procedimientos de ejercicio del derecho de acceso.

En cuanto a su ejercicio en formato electrónico, si bien el derecho de acceso a la información pública puede ejercerse presencialmente, a diferencia de las obligaciones de publicidad activa, que sólo pueden ejercerse a través del portal web o de la sede electrónica, el artículo 22 LPACAP establece la utilización preferente de la vía electrónica, por lo que las AAPP deberán disponer de los medios adecuados para facilitar la utilización de este formato, salvo cuando no sea posible o cuando el solicitante haya señalado expresamente otro medio.

e) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y empleados públicos, que habrán de facilitarles el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

Heredero de la LRJPAC y conectado con el derecho a exigir las correspondientes responsabilidades, su contenido deriva del código de conducta que para los empleados públicos recoge el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto del Empleado Público (TRLEBEP), y el incumplimiento de las condiciones en su ejercicio puede conducir a la tramitación del correspondiente expediente disciplinario, en los términos establecidos por la legislación estatal básica y autonómica de desarrollo.

f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, cuando así corresponda legalmente.

La exigencia de responsabilidad a los empleados públicos y autoridades por las responsabilidades derivadas de su actuación debe reinterpretarse a la luz de una administración que funciona en clave digital y que, en virtud del principio de trazabilidad, permitirá un seguimiento efectivo de la responsabilidad en la tramitación, tal y como establece el artículo 20 LPACAP, al establecer que los titulares de las unidades administrativas y el personal al servicio de las AAPP que tuviesen a su cargo la resolución o el despacho de los asuntos, serán responsables directos de su tramitación y adoptarán las medidas oportunas para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el ejercicio pleno de los derechos de los interesados o el respeto a sus intereses legítimos, disponiendo lo necesario para evitar y eliminar toda anormalidad en la tramitación de procedimientos.

En el caso de los interesados, el primer nivel de identificación orgánica se producirá en el ámbito de las oficinas de asistencia en materia de registros que deberán facilitar el código de identificación si el interesado lo desconoce, obligación que pretende concretar una más genérica de que las AAPP deberán mantener y actualizar en la sede electrónica correspondiente un listado con los códigos de identificación vigentes.

Por otra parte, la exigencia de esta responsabilidad se producirá, en su caso, conforme a las especialidades procedimentales que, en materia de responsabilidad patrimonial contempla la LPACAP y los artículos 32 a 37 LRJSP.

g) A la obtención y utilización de los medios de identificación y firma electrónica contemplados en la Ley.

Una de las mejoras regulatorias de la LPACP en relación con la LAE radica en la separación de los sistemas de identificación y firma electrónica, facilitando la simplificación en las relaciones electrónicas de la administración en los términos establecidos en sus artículos 9 y 10 (10) . Esta delimitación es fundamental para facilitar el acceso electrónico a los servicios públicos, como se ha puesto de relieve con la utilización del sistema cl@ve en procedimientos que sólo deberían estar sujetos a identificación electrónica, y que se han convertido en una mayor dificultad en las condiciones de acceso.

La regla general parte de que para la realización de cualquier actuación prevista en el marco del procedimiento administrativo será suficiente con que los interesados acrediten previamente su identidad a través de cualquiera de los medios de identificación previstos en la Ley, sin necesidad de utilizar, además, un sistema de firma electrónica. De ahí que la LPACAP imponga a las AAPP la obligación de verificar la identidad de los interesados en el procedimiento administrativo, mediante la comprobación de su nombre y apellidos o denominación o razón social, según corresponda, que consten en el Documento Nacional de Identidad o documento identificativo equivalente.

Para ello los interesados podrán identificarse electrónicamente ante las AAPP a través de cualquier sistema que cuente con un registro previo como usuario que permita garantizar su identidad. En particular, conforme a lo señalado en el artículo 9 serán admitidos, los sistemas siguientes:


	
•  Sistemas basados en certificados electrónicos reconocidos o cualificados de firma electrónica expedidos por prestadores incluidos en la «Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación». A estos efectos, se entienden comprendidos entre los citados certificados electrónicos reconocidos o cualificados los de persona jurídica y de entidad sin personalidad jurídica.

	
•  Sistemas basados en certificados electrónicos reconocidos o cualificados de sello electrónico expedidos por prestadores incluidos en la «Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación».

	
•  Sistemas de clave concertada y cualquier otro sistema que las Administraciones Públicas consideren válido, en los términos y condiciones que se establezcan.



La Disposición adicional tercera de la Ley 6/2020, de 11 de noviembre, reguladora de determinados aspectos de los servicios electrónicos de confianza, reconoce al Documento Nacional de Identidad electrónico como el Documento Nacional de Identidad que permite acreditar electrónica mente la identidad personal de su titular, en los términos establecidos en el artículo 8 de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad ciudadana, así como la firma electrónica de documentos.

Aunque en teoría la respectiva administración, en ejercicio de su potestad autoorganizativa, podrá determinar si sólo admite alguno de estos sistemas para realizar determinados trámites o procedimientos, la admisión de alguno de los sistemas de identificación previstos en la letra c) del artículo 9 conllevará la admisión de todos los previstos en las letras a) y b) anteriores para ese trámite o procedimiento concreto. Con el matiz de que la aceptación de alguno de estos sistemas por la AGE servirá para acreditar frente a todas las AAPP, salvo prueba en contrario, la identificación electrónica de los interesados en el procedimiento administrativo.

En cuanto a los sistemas de firma electrónica admitidos, los interesados podrán firmar a través de cualquier medio que permita acreditar la autenticidad de la expresión de su voluntad y consentimiento, así como la integridad e inalterabilidad del documento, detallando, en cuanto a los medios de firma electrónica válidamente admitidos la LPACAP los siguientes:


	
•  Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de firma electrónica expedidos por prestadores incluidos en la «Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación».

	
•  Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’.

	
•  Sistemas de clave concertada y cualquier otro sistema, que las Administraciones consideren válido en los términos y condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita garantizar su identidad, previa autorización por parte de la Secretaría General de Administración Digital del Ministerio de Política Territorial y Función Pública, que solo podrá ser denegada por motivos de seguridad pública, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad del Ministerio del Interior. La autorización habrá de ser emitida en el plazo máximo de tres meses. Sin perjuicio de la obligación de la Administración General del Estado de resolver en plazo, la falta de resolución de la solicitud de autorización se entenderá que tiene efectos desestimatorios.



Sin perjuicio de ello, cada Administración Pública, Organismo o Entidad podrá determinar, asimismo, si sólo admite algunos de estos sistemas para realizar determinados trámites o procedimientos de su ámbito de competencia. La Disposición adicional segunda de la Ley 6/2020, conserva los plenos efectos jurídicos de todos los sistemas de identificación, firma y sello electrónico previstos en la LPACA y LRJSP.

La interrelación entre sistemas de identificación y firma se pone de manifiesto en la precisión legal de que cuando así lo disponga expresamente la normativa reguladora aplicable, las AAPP podrán admitir los sistemas de identificación contemplados en la Ley como sistema de firma cuando permitan acreditar la autenticidad de la expresión de la voluntad y consentimiento de los interesados y como una herramienta de mayor accesibilidad. Sin perjuicio de ello, cuando los interesados utilicen un sistema de firma de los previstos en la LPACAP, su identidad se entenderá ya acreditada mediante el propio acto de la firma.

Resulta de interés la habilitación en la Ley 6/2020 a la posibilidad de emitir certificados cualificados mediante sistemas de videoidentificación y que solventa las dificultades en la dotación de firma electrónica a los ciudadanos en determinadas circunstancias y que, por ejemplo, habría evitado la complejidad en las relaciones con las AAPP durante el confinamiento establecido como consecuencia de la pandemia COVID-19, manteniendo la totalidad de las garantías jurídicas.

Asimismo, debe apuntarse que la Disposición adicional primera de la citada norma, relativa a la fe pública y servicios electrónicos de confianza, contempla expresamente la salvedad de que su regulación no sustituye ni modifica las funciones que corresponden a los funcionarios que tengan legalmente atribuida la facultad de dar fe en documentos en lo que se refiere al ámbito de sus competencias.

h) A la protección de datos de carácter personal, y en particular a la seguridad y confidencialidad de los datos que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones de las Administraciones Públicas.

La protección de datos de carácter personal, derecho fundamental reconocido en nuestra Constitución, exige la consideración de lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos) y en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y Garantía de los Derechos Digitales (LOPDyGDD).

Como examinaremos a continuación, la LPACAP cambia el sentido de la regulación en cuanto al procedimiento para la cesión de datos a través de las plataformas de intermediación de datos, entendiendo que el consentimiento se entenderá concedido por defecto y sin perjuicio del derecho de oposición, en una técnica que facilitará la materialización de otros derechos reconocidos a los interesados en su relación con la administración.

i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes.

2.2.  Derechos de los interesados

Al lado de los derechos de los ciudadanos ya expuestos, la LPACAP contempla un amplio catálogo de derechos a los interesados, condición que según lo indicado en su artículo 4 se predica de:


	
a)  Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.

	
b)  Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión que en el mismo se adopte.

	
c)  Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.



El catálogo previsto en el artículo 53 reconoce los siguientes derechos:

a) A conocer, en cualquier momento el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan la condición de interesados; el sentido del silencio administrativo que corresponda, en caso de que la Administración no dicte ni notifique resolución expresa en plazo; el órgano competente para su instrucción, en su caso, y resolución; y los actos de trámite dictados.

En este sentido, la regulación del procedimiento contempla la obligación individualizada de informar a los interesados del plazo máximo establecido para la resolución de los procedimientos y para la notificación de los actos que les pongan término, así como de los efectos que pueda producir el silencio administrativo. Dicha mención se incluirá en la notificación o publicación del acuerdo de iniciación de oficio, o en la comunicación que se dirigirá al efecto al interesado dentro de los diez días siguientes a la recepción de la solicitud iniciadora del procedimiento en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para su tramitación, en este último caso, la comunicación indicará además la fecha en que la solicitud ha sido recibida por el órgano competente.

Los interesados también tendrán derecho a acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los citados procedimientos. El artículo 27 LPACAP en su apartado 4 dispone que los interesados podrán solicitar, en cualquier momento, la expedición de copias auténticas de los documentos públicos administrativos que hayan sido válidamente emitidos por las AAPP. La solicitud se dirigirá al órgano que emitió el documento original, debiendo expedirse, salvo las excepciones derivadas de la aplicación de la LTAIP en el plazo de quince días a contar desde la recepción de la solicitud en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente. Asimismo, las AAPP estarán obligadas a expedir copias auténticas electrónicas de cualquier documento en papel que presenten los interesados y que se vaya a incorporar a un expediente administrativo.

Previsión que debe completarse con lo establecido en el artículo 27.4 LPACAP, cuando señala que los interesados podrán solicitar, en cualquier momento, la expedición de copias auténticas de los documentos públicos administrativos que hayan sido válidamente emitidos por las AAPP.

En previsión de la transformación digital del procedimiento y para el ejercicio en vía electrónica de este derecho se establece que quienes se relacionen con las AAPP a través de medios electrónicos, tendrán derecho a consultar la información referida, en el Punto de Acceso General electrónico de la Administración que funcionará como un portal de acceso. A estos efectos, se entenderá cumplida la obligación de la Administración de facilitar copias de los documentos contenidos en los procedimientos mediante la puesta a disposición de las mismas en el Punto de Acceso General electrónico de la Administración competente o en las sedes electrónicas que correspondan.

b) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo cuya responsabilidad se tramiten los procedimientos.

En este punto debemos citar las obligaciones en materia de transparencia, pues el artículo 6 LTAIP, contempla entre las obligaciones de publicidad activa de todas las AAPP, la información organizativa y de personal, concretando esa obligación a través de la publicación de un organigrama, que facilite esta identificación y el grado de responsabilidad de cada uno en la tramitación de los procedimientos, siendo de aplicación la reseña al código de identificación referido en el examen de este derecho en el ámbito de las personas.

Para la exigencia de esas responsabilidades el artículo 36 LRJSP dispone que para hacer efectiva la responsabilidad patrimonial regulada en la misma norma los particulares exigirán directamente a la Administración Pública correspondiente las indemnizaciones por los daños y perjuicios causados por las autoridades y personal a su servicio, pero la Administración correspondiente, cuando hubiere indemnizado a los lesionados, exigirá de oficio en vía administrativa de sus autoridades y demás personal a su servicio la responsabilidad en que hubieran incurrido por dolo, o culpa o negligencia graves, la conocida como acción de regreso, eliminado la referencia en la regulación anterior a la responsabilidad en que se pudiera incurrir a título de mera inobservancia, y previa instrucción del correspondiente procedimiento.

c) A no presentar documentos originales salvo que, de manera excepcional, la normativa reguladora aplicable establezca lo contrario. En caso de que, excepcionalmente, deban presentar un documento original, tendrán derecho a obtener una copia autenticada de éste.

El artículo 28.3 LPACAP impide a las AAPP exigir a los interesados la presentación de documentos originales, salvo que, con carácter excepcional, la normativa reguladora aplicable establezca lo contrario. En este supuesto la Administración estará obligada a solicitar al interesado la presentación de un documento original y si éste estuviera en formato papel, el interesado deberá obtener una copia auténtica, según los requisitos establecidos en el artículo 27, con carácter previo a su presentación electrónica y la copia electrónica resultante reflejará expresamente esta circunstancia.

d) A no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se trate, que ya se encuentren en poder de las Administraciones Públicas o que hayan sido elaborados por éstas.

La LPACAP cambia la regla general tal y como se establecía en la LRJPAC, determinando la presunción de consentimiento para el acceso de los datos a través de las plataformas de intermediación, cambiando, en este sentido, la tendencia que había establecido la LRJPAC. En este sentido destacan las técnicas de cesión de datos contempladas en el artículo 28 LPACAP (11) :


	
—  Los interesados no estarán obligados a aportar documentos que hayan sido elaborados por cualquier Administración, con independencia de que la presentación de los citados documentos tenga carácter preceptivo o facultativo en el procedimiento de que se trate, siempre que el interesado haya expresado su consentimiento a que sean consultados o recabados dichos documentos. Se presumirá que la consulta u obtención es autorizada por los interesados salvo que conste en el procedimiento su oposición expresa o la ley especial.

	
—  En ausencia de oposición del interesado, las AAPP deberán recabar los documentos electrónicamente a través de sus redes corporativas o mediante consulta a las plataformas de intermediación de datos u otros sistemas electrónicos habilitados al efecto.

	
—  Cuando se trate de informes preceptivos ya elaborados por un órgano administrativo distinto al que tramita el procedimiento, éstos deberán ser remitidos en el plazo de diez días a contar desde su solicitud. Cumplido este plazo, se informará al interesado de que puede aportar este informe o esperar a su remisión por el órgano competente.



Esta medida de simplificación y reducción de cargas administrativas se completa con la prescripción de que las AAPP no requerirán a los interesados datos o documentos no exigidos por la normativa reguladora aplicable o que hayan sido aportados anteriormente por el interesado a cualquier Administración. A estos efectos, el interesado deberá indicar en qué momento y ante qué órgano administrativo presentó los citados documentos, debiendo las AAPP recabarlos electrónicamente a través de sus redes corporativas o de una consulta a las plataformas de intermediación de datos u otros sistemas electrónicos habilitados al efecto. Se presumirá que esta consulta es autorizada por los interesados, salvo que conste en el procedimiento su oposición expresa o la ley especial aplicable requiera consentimiento expreso, debiendo, en ambos casos, ser informados previamente de sus derechos en materia de protección de datos de carácter personal. No obstante, con carácter excepcional, si las AAPP no pudieran recabar los citados documentos, podrán solicitar nuevamente al interesado su aportación.

e) A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por el Ordenamiento Jurídico, y a aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán ser tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución.

El reconocimiento de este derecho se inserta en el diseño de un procedimiento administrativo común que contempla en su fase de instrucción un trámite de alegaciones, concretamente en el artículo 76 LPACPAP, al disponer que los interesados podrán, en cualquier momento del procedimiento anterior al trámite de audiencia, aducir alegaciones y aportar documentos u otros elementos de juicio y que unos y otros serán tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la correspondiente propuesta de resolución.

Del mismo modo, en cualquier momento, podrán los interesados alegar los defectos de tramitación y, en especial, los que supongan paralización, infracción de los plazos preceptivamente señalados o la omisión de trámites que pueden ser subsanados antes de la resolución definitiva del asunto. Dichas alegaciones podrán dar lugar, si hubiere razones para ello, a la exigencia de la correspondiente responsabilidad disciplinaria.

f) A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar.

Sin perjuicio de la labor que los distintos servicios o unidades administrativas puedan realizar facilitando la información expresada, la nueva configuración de la LPACAP debería contribuir positivamente al mismo en un doble sentido. Por un lado, por la accesibilidad de la información a través de la sede electrónica o portal web de la respectiva entidad, en las que deberán publicitarse los catálogos de los diferentes procedimientos, con toda la información relativa a la tramitación, permitiendo la formulación de dudas y preguntas por parte de los propios interesados. Por otro, mediante el mecanismo de las oficinas de asistencia que deberían actuar también a modo de unidades de información a través de las cuales los ciudadanos puedan resolver las dudas que los diferentes aspectos en la tramitación les plantee.

g) A actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de sus intereses.

El derecho a actuar asistidos de asesor cobra especial relevancia en relación con la tramitación de procedimientos que tengan por objeto el ejercicio de la potestad sancionadora, para evitar posibles situaciones de indefensión, pero que puede ser ejercido por los interesados libremente, con independencia del ámbito material del respectivo procedimiento.

h) A cumplir las obligaciones de pago a través de los medios electrónicos previstos en el artículo 98.2.

La conversión del procedimiento administrativo al formato electrónico debe alcanzar a las diferentes fases, incluidas aquéllas que conlleven obligaciones de pago, circunstancia que no debe suponer un obstáculo en la tramitación, máxime cuando este ámbito, el económico es uno de los más avanzados en su gestión económica, en particular, las de naturaleza tributaria. Para ello, el artículo 98.2 LPACAP dispone que cuando de una resolución administrativa, o de cualquier otra forma de finalización del procedimiento administrativo prevista en la ley, nazca una obligación de pago derivada de una sanción pecuniaria, multa o cualquier otro derecho que haya de abonarse a la Hacienda pública, éste se efectuará preferentemente, salvo que se justifique la imposibilidad de hacerlo, utilizando alguno de los medios electrónicos siguientes:


	
a)  Tarjeta de crédito y débito.

	
b)  Transferencia bancaria.

	
c)  Domiciliación bancaria.

	
d)  Cualesquiera otros que se autoricen por el órgano competente en materia de Hacienda Pública.

	
e)  Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes.



2.3.  El Derecho-deber a relacionarse electrónicamente con la administración

El eje de la LAE para la implantación de la administración electrónica estribaba precisamente en torno a los derechos de los ciudadanos a relacionarse electrónicamente con la administración, tal y como su propia denominación señalaba, «Acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos», y el reconocimiento de un amplio catálogo de derechos en su artículo 6, contemplando la relación electrónica con la administración como un derecho que los ciudadanos, en general, podían libremente ejercer. Frente al diseño de este modelo relacional la LPACAP da un paso más y lo configura como un derecho-deber, al establecer un nutrido grupo de sujetos para los cuales la relación electrónica no será opcional, sino que se enmarca en una relación obligacional.

De este modo, el artículo 14 LPACAP realiza una diferenciación entre la posición de las personas físicas y el grupo de sujetos referido. En su apartado 1 establece que las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las AAPP para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos, aunque el medio elegido por la persona para comunicarse podrá ser modificado por aquella en cualquier momento. Una precisión, esa referencia a las personas físicas habrá de matizarse en cuanto la referencia a colectivos como los sujetos a colegiación profesional o los empleados públicos, que afectan a un sustancial número de personas físicas en su ejercicio profesional.

En paralelo al establecimiento de este derecho, contempla la obligación de relacionarse a través de medios electrónicos con la Administración para la realización de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes sujetos:


	
•  Las personas jurídicas.

	
•  Las entidades sin personalidad jurídica.

	
•  Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria, para los trámites y actuaciones que realicen con las AAPP en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la propiedad y mercantiles.

	
•  Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con la Administración.

	
•  Los empleados de las AAPP para los trámites y actuaciones que realicen con ellas por razón de su condición de empleado público, en la forma en que se determine reglamentariamente por cada Administración.



En este contexto destaca la referencia al colectivo de los empleados públicos respecto a los que debería ser objeto de regulación su articulación en la definición de la política de firma electrónica por cada entidad, conforme al Esquema Nacional de Seguridad dentro del marco diseñado por la LRJSP, en particular, conforme a lo dispuesto en su artículo 43, al establecer que, sin perjuicio de lo previsto en los artículos 38, 41 y 42, la actuación de una Administración Pública, órgano, organismo público o entidad de derecho público, cuando utilice medios electrónicos, se realizará mediante firma electrónica del titular del órgano o empleado público.

Para ello, cada Administración Pública determinará los sistemas de firma electrónica que debe utilizar su personal, los cuales podrán identificar de forma conjunta al titular del puesto de trabajo o cargo y a la Administración u órgano en la que presta sus servicios, afirmando que, por razones de seguridad pública los sistemas de firma electrónica podrán referirse sólo el número de identificación profesional del empleado público.

A pesar de la claridad con la que se expresa este precepto, la relación que efectúa no tiene carácter exhaustivo, pues puede ser objeto de ampliación, pues conforme a dicho precepto por vía reglamentaria, las Administraciones podrán establecer la obligación de relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios. En este caso, y considerando la transformación de un derecho en una obligación deberá quedar suficientemente acreditado en el expediente de aprobación de la respectiva disposición reglamentaria la justificación de la misma, en los términos establecidos en el Título VI LPACAP, de mejora de la calidad de la regulación.

2.4.  El registro electrónico de apoderamientos

El artículo 6 LPACAP regula un mecanismo para facilitar la actuación de los ciudadanos ante la Administración que, como no podía ser de otra manera, también se configura en formato electrónico y dispone, para su operatividad, que la AGE, CCAA y EELL dispondrán de un registro electrónico general de apoderamientos, en el que deberán inscribirse, al menos, los de carácter general otorgados apud acta, presencial o electrónicamente, por quien ostente la condición de interesado en un procedimiento administrativo a favor de representante, para actuar en su nombre ante las AAPP, en el cual también deberá constar el bastanteo realizado del poder.

No obstante, los registros generales de apoderamientos no impedirán la existencia de registros particulares en cada Organismo donde se inscriban los poderes otorgados para la realización de trámites específicos en el mismo, de hecho, cada Organismo podrá disponer de su propio registro electrónico de apoderamientos.

En el ámbito estatal, único respecto al que la LPACAP puede definir aspectos organizativos, este registro será el Registro Electrónico de Apoderamientos de la AGE (12) .

En cuanto a la configuración del mismo podemos apuntar los siguientes aspectos:


	
•  Requisitos. Los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos pertenecientes a todas y cada una de las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables entre sí, de modo que se garantice su interconexión, compatibilidad informática, así como la transmisión telemática de las solicitudes, escritos y comunicaciones que se incorporen a los mismos.

	
•  Objetivo. El objetivo de esta interoperabilidad es permitir la comprobación en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos de la representación de quienes actúen ante las AAPP en nombre de un tercero, mediante la consulta a otros registros administrativos similares, al registro mercantil, de la propiedad, y a los protocolos notariales, que, por tanto, estarán sujetos a idénticas condiciones de interoperabilidad.

	
•  Contenido. Los asientos que se realicen en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos deberán contener, al menos, la siguiente información:
	
i.  Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de identificación fiscal o documento equivalente del poderdante.

	
ii.  Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de identificación fiscal o documento equivalente del apoderado.

	
iii.  Fecha de inscripción.

	
iv.  Período de tiempo por el cual se otorga el poder.

	
v.  Tipo de poder según las facultades que otorgue.





	
•  Clases. Los poderes que se inscriban en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos deberán corresponder a alguna de las siguientes tipologías:
	
i.  Un poder general para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación administrativa y ante cualquier Administración.

	
ii.  Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación administrativa ante una Administración u Organismo concreto.

	
iii.  Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante únicamente para la realización de determinados trámites especificados en el poder.







A tales efectos, el apartado cuarto del artículo 6, segundo párrafo, establecía que, por Orden del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas se aprobarían, con carácter básico, los modelos de poderes inscribibles en el registro distinguiendo si permiten la actuación ante todas las Administraciones de acuerdo con lo previsto en la letra a) anterior, ante la Administración General del Estado o ante las Entidades Locales. Por su parte, cada Comunidad Autónoma aprobará los modelos de poderes inscribibles en el registro cuando se circunscriba a actuaciones ante su respectiva Administración. En ejecución de dicha previsión se aprobaba la Orden HFP/633/2017, de 28 de junio, por la que se aprueban los modelos de poderes inscribibles en el Registro Electrónico de Apoderamientos de la Administración General del Estado y en el registro electrónico de apoderamientos de las Entidades Locales y se establecen los sistemas de firma válidos para realizar los apoderamientos apud acta a través de medios electrónicos. Este párrafo fue objeto de declaración de inconstitucionalidad y nulidad por la citada Sentencia del Tribunal Constitucional 55/2018, de 24 de mayo.


	
•  Apoderamiento apud acta. Se otorgará mediante comparecencia electrónica en la correspondiente sede electrónica haciendo uso de los sistemas de firma electrónica previstos en la LPACAP, o bien mediante comparecencia personal en las oficinas de asistencia en materia de registros.

	
•  Validez. Los poderes inscritos en el registro tendrán una validez determinada máxima de cinco años a contar desde la fecha de inscripción, sin perjuicio de que, en cualquier momento antes de la finalización de dicho plazo el poderdante podrá revocar o prorrogar el poder. Las prórrogas otorgadas por el poderdante al registro tendrán una validez determinada máxima de cinco años a contar desde la fecha de inscripción.

	
•  Forma. Las solicitudes de inscripción del poder, de revocación, de prórroga o de denuncia del mismo podrán dirigirse a cualquier registro, debiendo quedar inscrita esta circunstancia en el registro de la Administración u Organismo ante la que tenga efectos el poder y surtiendo efectos desde la fecha en la que se produzca dicha inscripción.



3.  Claves del funcionamiento electrónico

La aprobación de la LPACAP se vincula directamente al objetivo reformista de la administración pública tal y como se recogía en el Programa nacional de reformas de España para 2014 en un contexto de grave crisis socio-económica, según el cual en el ámbito de la Comisión para la Reforma de las Administraciones Públicas (CORA) (13)  se contemplaba, desde el punto de vista normativo, una actuación según la cual en 2014 se impulsarían varios proyectos de ley para garantizar una Administración más ágil y eficiente, entre ellos:


La modificación de la Ley del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común con la que se pretende dotar de la máxima claridad y coherencia al marco normativo que regula la organización del sector público en España.

(...)

Apuntando, por otra parte, la finalidad declarada de «lograr la plena incorporación de los medios electrónicos en el funcionamiento de las Administraciones Públicas, con los consiguientes efectos en términos de eficacia y eficiencia».



Ante este escenario, la Exposición de Motivos LPACAP señala expresamente que la aprobación de nuevas leyes administrativas se plantea como una medida que persigue un triple objetivo:


	
a)  Impulsar para racionalizar la actuación de las instituciones y entidades del poder ejecutivo.

	
b)  Mejorar la eficiencia en el uso de los recursos públicos.

	
c)  Aumentar su productividad.



De este modo se pretende superar el escenario anterior de duplicidad entre la LAE y la LRJPAC que había producido notables distorsiones en el proceso de implantación de la administración electrónica, en una deficiente técnica legislativa, y aprovechar la oportunidad de la reforma para continuar con el proceso de racionalización del sector público que ya estaba en marcha con ocasión de su aprobación.

En este contexto examinaremos las claves para el funcionamiento electrónico de las AAPP, tanto desde el punto de vista de los principios que deben orientar su actuación, como conectando con aspectos que se erigen verdaderos pilares para garantizar el éxito en el modelo de implantación, como son el registro electrónico y el archivo electrónico, exponiendo al tiempo una novedad que se incorpora en relación con la actuación por representación, como es la relativa al registro electrónico de apoderamientos.

3.1.  Principio: simplificación, eficacia, eficiencia y transparencia en la actuación administrativa

Aunque han sido las iniciativas normativas de los últimos años las que parecen haber centrado los pilares regulatorios en el ámbito de la eficacia y la eficiencia, en particular tras la reforma de la Constitución en el año 2011, del artículo 135, desde el año 1978 nuestra Carta Magna, contempla la sujeción de la Administración Pública en su funcionamiento a los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho. Prescripción constitucional que inspiraba la regulación de los principios a los que sujetan su actuación las AAPP en la LRJPAC y que se ha trasladado a la LRJSP, que indica en su artículo 3 que las AAPP sirven con objetividad los intereses generales y actúan de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la Constitución, a la Ley y al Derecho, a cuyos efectos, deberán respetar en su actuación y relaciones los siguientes principios:


	
a)  Servicio efectivo a los ciudadanos.

	
b)  Simplicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos.

	
c)  Participación, objetividad y transparencia de la actuación administrativa.

	
d)  Racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos y de las actividades materiales de gestión.

	
e)  Buena fe, confianza legítima y lealtad institucional.

	
f)  Responsabilidad por la gestión pública.

	
g)  Planificación y dirección por objetivos y control de la gestión y evaluación de los resultados de las políticas públicas.

	
h)  Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados.

	
i)  Economía, suficiencia y adecuación estricta de los medios a los fines institucionales.

	
j)  Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos.

	
k)  Cooperación, colaboración y coordinación entre las Administraciones Públicas.



Las continuas apelaciones en las iniciativas normativas posteriores al año 2012, imponiendo un nuevo leit motiv en el funcionamiento de la administración sobre la base de la estabilidad presupuestaria y la sostenibilidad financiera, tras la reforma del artículo 135 la Constitución en el año 2011, pueden advertirse en diversas normas, cuyo máximo exponente ha sido la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, eje sobre el que giran todo tipo de obligaciones impuestas por distintas normativas, incluida la LPACAP. A partir de esta norma la trayectoria legislativa ha estado claramente orientada a la reducción del déficit público en todos los niveles de organización territorial como la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local (LRSAL) o la Ley 15/2014, de 16 de septiembre, de Racionalización del Sector Público y otras medidas de reforma administrativa.

El eje regulatorio de la LPACAP en términos de simplificación, al margen de lo expuesto en relación con la mejora de la calidad regulatoria, se manifiesta en diferentes elementos, como son el manejo de las plataformas de intermediación de datos, la utilización de las técnicas de declaración responsable y comunicación previa, o la previsión, con carácter novedoso, de una nueva modalidad de tramitación simplificada, recogida en el artículo 96 y que será objeto de examen en el presente capítulo.

3.2.  El rediseño del registro en su versión electrónica

El registro de las AAPP se configura como la vía a través de la cual articular las relaciones con los ciudadanos, que en su versión tradicional y más burocrática se identifica con las «ventanillas» en las cuales se lleva a cabo la atención a los ciudadanos. En este contexto, el artículo 16 LPACAP contempla la nueva regulación del registro, ahora en su versión electrónica, imponiendo a todas las AAPP el deber de disponer de un Registro Electrónico General, en el que se hará el correspondiente asiento de todo documento que sea presentado o que se reciba en cualquier órgano administrativo, Organismo público o Entidad vinculado o dependiente a éstos. Por su parte, los Organismos públicos vinculados o dependientes de cada Administración podrán disponer de su propio registro electrónico plenamente interoperable e interconectado con el Registro Electrónico General de la Administración de la que depende (14) .

En esta configuración resulta llamativa la previsión, con carácter potestativo, de que se podrán anotar en el mismo la salida de los documentos oficiales dirigidos a otros órganos o particulares. Es decir, que la redacción del precepto, en términos potestativos, parecería dejar al libre arbitrio de cada administración la decisión de utilizar el registro electrónico como registro de salida. Esta conclusión no parece ajustarse al modelo de funcionamiento de las AAPP, en cuanto a la seguridad y trazabilidad en sus actuaciones en la vigencia del expediente electrónico, sin que pueda entenderse discrecional la utilización del registro de salida para la tramitación de los procedimientos electrónicos sobre esta base, y que resultaría incongruente con las referencias posteriores a los asientos de salida, sin perjuicio de la existencia de normas propias de aplicación en función del nivel territorial de la administración que apostarían por entender la vigencia del mismo, como sucede en el ámbito local con el Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales (ROF).

3.2.1.  Aspectos básicos de funcionamiento

En cuanto a su funcionamiento y con independencia de la potestad de autoorganización de cada administración pública, y la necesidad y conveniencia de aprobar unas normas claras cuya publicidad permita conocer el modelo de registro aplicado, la LPACAP ofrece el siguiente suelo de mínimos:


	
•  El Registro electrónico se asimilará a un portal que facilitará el acceso a los registros electrónicos de cada Organismo, siendo necesario que tanto el Registro Electrónico General de cada Administración como los registros electrónicos de cada Organismo cumplirán con las garantías y medidas de seguridad previstas en la legislación en materia de protección de datos de carácter personal.

	
•  Las disposiciones de creación de los registros electrónicos se publicarán en el diario oficial correspondiente, en función del ámbito territorial que corresponda a cada administración y su texto íntegro deberá estar disponible para consulta en la sede electrónica de acceso al registro.

	
•  Las disposiciones de creación de registros electrónicos especificarán el órgano o unidad responsable de su gestión, así como la fecha y hora oficial y los días declarados como inhábiles, y en esa misma línea de facilitar la máxima información, en la sede electrónica de acceso a cada registro figurará la relación actualizada de trámites que pueden iniciarse en el mismo.

	
•  Los asientos se anotarán respetando el orden temporal de recepción o salida de los documentos, e indicarán la fecha del día en que se produzcan. Concluido el trámite de registro, los documentos serán cursados sin dilación a sus destinatarios y a las unidades administrativas correspondientes desde el registro en que hubieran sido recibidas.

	
•  Garantizará la constancia, en cada asiento que se practique, de un número, epígrafe expresivo de su naturaleza, fecha y hora de su presentación, identificación del interesado, órgano administrativo remitente, si procede, y persona u órgano administrativo al que se envía, y, en su caso, referencia al contenido del documento que se registra.

	
•  Emitirá automáticamente un recibo consistente en una copia autenticada del documento de que se trate, incluyendo la fecha y hora de presentación y el número de entrada de registro, así como un recibo acreditativo de otros documentos que, en su caso, lo acompañen, que garantice la integridad y el no repudio de los mismos.

	
•  No se tendrán por presentados en el registro aquellos documentos e información cuyo régimen especial establezca otra forma de presentación.



Y, al igual que sucedía con la LRJPAC se prevé la posibilidad de presentar los documentos que los interesados dirijan a los órganos de las AAPP:


	
a)  En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se dirijan, así como en los restantes registros electrónicos de cualquiera de los sujetos a los que se refiere el artículo 2.1 (15) .

	
b)  En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se establezca. Es decir, sin aclarar si, en este caso, se habilita la vía electrónica.

	
c)  En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el extranjero.

	
d)  En las oficinas de asistencia en materia de registros.

	
e)  En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes.



Para ello será necesario que los registros electrónicos de todas y cada una de las Administraciones, sean plenamente interoperables, de modo que se garantice su compatibilidad electrónica e interconexión, así como la transmisión telemática de los asientos registrales y de los documentos que se presenten en cualquiera de los registros. Resulta precisa la adaptación del funcionamiento de las AAPP en los términos establecidos en el Esquema Nacional de Seguridad (ENS), aprobado por Real Decreto 3/2010, de 8 de enero, que comprende el conjunto de criterios y recomendaciones en materia de seguridad, conservación y normalización de la información, de los formatos y de las aplicaciones que deberán ser tenidos en cuenta por las AAPP para la toma de decisiones tecnológicas que garanticen la interoperabilidad, tal y como señala el artículo 156 LRJSP, y Esquema Nacional de Interoperabilidad (ENI), aprobado por el RD 4/2010, de 8 de enero.

La dualidad en la configuración de las relaciones electrónicas de los ciudadanos con las AAPP, en vía electrónica o en vía presencial, exige tomar en consideración la posibilidad de optar por mantener la relación presencial, a cuyos efectos podrán seguir presentando documentos en formato papel ante las AAPP. En este caso, los documentos deberán ser digitalizados, de acuerdo con lo previsto en el artículo 27 LPACAP y demás normativa aplicable, por la oficina de asistencia en materia de registros en la que hayan sido presentados para su incorporación al expediente administrativo electrónico, devolviéndose los originales al interesado, sin perjuicio de aquellos supuestos en que la norma determine la custodia por la Administración de los documentos presentados o resulte obligatoria la presentación de objetos o de documentos en un soporte específico no susceptibles de digitalización.

Reglamentariamente, las AAPP podrán establecer la obligación de presentar determinados documentos por medios electrónicos para ciertos procedimientos y colectivos de personas físicas que, por razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos, quede acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios. En particular, y sin perjuicio de las consideraciones expuestas respecto al cumplimiento por el registro electrónico de las previsiones recogidas en el ENI y también en el ENS, a efectos de evitar problemas de seguridad, en la presentación de archivos habrán de contemplarse las incidencias y posibles problemas que puedan surgir por problemas técnicos, como puede ser el peso de los archivos para evitar colapsos e imposibilidades en el ejercicio de los derechos electrónicos.

La LPACAP contempla también las eventuales dificultades derivadas de la necesidad de satisfacer tasas, precios públicos o cualesquiera cantidades que haya que satisfacer en el momento de la presentación de documentos a las Administraciones Públicas, estableciendo que podrán hacerse efectivos mediante transferencia dirigida a la oficina pública correspondiente, sin perjuicio de la posibilidad de su abono por otros medios.

Directa interconexión con el registro asumen las oficinas de asistencia en la presentación electrónica de documentos, en los términos establecidos en el artículo 12 LPACAP, para lo que deberán hacer pública y mantener actualizada una relación de esta oficinas que están llamadas a integrarse en el propio registro, en el proceso de rediseño que deberán asumir para su adaptación al procedimiento administrativos. 

3.2.2.  La dimensión temporal en el registro electrónico

El registro electrónico se regirá, a efectos de cómputo de los plazos, por la fecha y hora oficial de la sede electrónica de acceso, que deberá contar con las medidas de seguridad necesarias para garantizar su integridad y figurar de modo accesible y visible, conforme a la descripción que de la misma recoge el artículo 38 LRJSP y adaptado a las nuevas dinámicas espacio-temporales.

A estos efectos y para facilitar esta accesibilidad, cada Administración Pública está obligada a publicar los días y el horario en el que deban permanecer abiertas las oficinas que prestarán asistencia para la presentación electrónica de documentos, garantizando el derecho de los interesados a ser asistidos en el uso de medios electrónicos, conforme a lo establecido en el artículo 13 b) LPAC.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 31 LPACAP el funcionamiento del registro electrónico en clave temporal se regirá por las siguientes reglas:


	
•  Permitirá la presentación de documentos todos los días del año durante las veinticuatro horas.

	
•  A los efectos del cómputo de plazo fijado en días hábiles, y en lo que se refiere al cumplimiento de plazos por los interesados, la presentación en un día inhábil se entenderá realizada en la primera hora del primer día hábil siguiente salvo que una norma permita expresamente la recepción en día inhábil.

	
•  Para evitar las distorsiones derivadas de los distintos tiempos, presenciales y electrónicos, los documentos se considerarán presentados por el orden de hora efectiva en el que lo fueron en el día inhábil, y los documentos presentados en el día inhábil se reputarán anteriores, según el mismo orden, a los que lo fueran el primer día hábil posterior.

	
•  El inicio del cómputo de los plazos que hayan de cumplir las AAPP vendrá determinado por la fecha y hora de presentación en el registro electrónico de cada Administración u Organismo, la fecha y hora efectiva de inicio del cómputo de plazos que deberá ser comunicada a quien presentó el documento.

	
•  La sede electrónica del registro de cada Administración Pública u Organismo, determinará, atendiendo al ámbito territorial en el que ejerce sus competencias el titular de aquélla y al calendario, los días que se considerarán inhábiles a los efectos previstos en el citado precepto. De ese modo, éste será el único calendario de días inhábiles que se aplicará a efectos del cómputo de plazos en los registros electrónicos, sin que resulte de aplicación a los mismos, la regla conforme a la cual cuando un día fuese hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el interesado, e inhábil en la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se considerará inhábil en todo caso.



3.3.  Gestión documental y archivo electrónico

El nuevo modelo de gestión electrónica otorga un papel protagonista a la gestión documental, y al archivo electrónico, a cuyos efectos el artículo 17 LPACAP establece que una nueva obligación para el conjunto de las AAPP: el archivo electrónico único. En este sentido el archivo deberá contener los documentos electrónicos que correspondan a procedimientos finalizados, en los términos establecidos en la normativa reguladora aplicable (16) .

La diferente configuración de los documentos en formato papel y en formato electrónico, puede advertirse en la definición del documento electrónico (17) . El artículo 26 LPACAP señala que se entiende por documentos públicos administrativos los válidamente emitidos por los órganos de las AAPP, que deberán emitirse por escrito, a través de medios electrónicos, a menos que su naturaleza exija otra forma más adecuada de expresión y constancia y que se considerarán válidos los documentos electrónicos, que cumpliendo los requisitos establecidos en el artículo 26 LPACAP, sean trasladados a un tercero a través de medios electrónicos, como examinaremos en el correspondiente apartado (18) .

Junto con estos documentos deberán convivir los documentos presentados en formato papel por las personas físicas no obligadas a relacionarse electrónicamente con la administración y que a su presentación han de ser digitalizados, conforme a lo dispuesto en el artículo 27 LPAC y, en particular, en relación a la consideración de copia auténtica de un documento público administrativo o privado las realizadas, cualquiera que sea su soporte, por los órganos competentes de las Administraciones Públicas en las que quede garantizada la identidad del órgano que ha realizado la copia y su contenido, copias que tendrán la misma validez y eficacia que los documentos originales (19) .

Para garantizar la identidad y contenido de las copias electrónicas o en papel, y por tanto su carácter de copias auténticas, las AAPP deberán ajustarse a lo previsto en el ENI, el ENS y sus normas técnicas de desarrollo, así como a las siguientes reglas:


	
a)  Las copias electrónicas de un documento electrónico original o de una copia electrónica auténtica, con o sin cambio de formato, deberán incluir los metadatos que acrediten su condición de copia y que se visualicen al consultar el documento.

	
b)  Las copias electrónicas de documentos en soporte papel o en otro soporte no electrónico susceptible de digitalización, requerirán que el documento haya sido digitalizado y deberán incluir los metadatos que acrediten su condición de copia y que se visualicen al consultar el documento (20) .

	
c)  Las copias en soporte papel de documentos electrónicos requerirán que en las mismas figure la condición de copia y contendrán un código generado electrónicamente u otro sistema de verificación, que permitirá contrastar la autenticidad de la copia mediante el acceso a los archivos electrónicos del órgano u Organismo público emisor.

	
d)  Las copias en soporte papel de documentos originales emitidos en dicho soporte se proporcionarán mediante una copia auténtica en papel del documento electrónico que se encuentre en poder de la Administración o bien mediante una puesta de manifiesto electrónica conteniendo copia auténtica del documento original.



A estos efectos, las AAPP harán públicos, a través de la sede electrónica correspondiente, los códigos seguros de verificación u otro sistema de verificación utilizado.

En cuanto a la configuración del sistema de archivo electrónico que se diseñe deberá ajustarse, al menos, a los siguientes requisitos:


	
•  Los documentos electrónicos deberán conservarse en un formato que permita garantizar la autenticidad, integridad y conservación del documento, así como su consulta con independencia del tiempo transcurrido desde su emisión.

	
•  Se asegurará en todo caso la posibilidad de trasladar los datos a otros formatos y soportes que garanticen el acceso desde diferentes aplicaciones. La eliminación de dichos documentos deberá ser autorizada de acuerdo a lo dispuesto en la normativa aplicable.

	
•  Los medios o soportes en que se almacenen documentos deberán contar con medidas de seguridad, de acuerdo con lo previsto en el ENS, que garanticen la integridad, autenticidad, confidencialidad, calidad, protección y conservación de los documentos almacenados. En particular, asegurarán la identificación de los usuarios y el control de accesos, así como el cumplimiento de las garantías previstas en la legislación de protección de datos.



Esta previsión de la existencia de un archivo electrónico único que parece tan rotunda en su afirmación con los documentos producidos en procedimientos administrativos sujetos al nuevo formato, debe cohonestarse con lo establecido en el artículo 46 LRJSP, cuando señala que todos los documentos utilizados en las actuaciones administrativas se almacenarán por medios electrónicos, «salvo cuando no sea posible».

Contemplando idénticas previsiones de seguridad e integridad, ya que los documentos electrónicos que contengan actos administrativos que afecten a derechos o intereses de los particulares deberán conservarse en soportes de esta naturaleza, ya sea en el mismo formato a partir del que se originó el documento o en otro cualquiera que asegure la identidad e integridad de la información necesaria para reproducirlo. Las condiciones en las cuales se garantice el funcionamiento del archivo electrónico único constituyen una de las principales debilidades de la ley ante las resistencias a la utilización de las nuevas tecnologías y los pretendidos problemas de conversión que permitan la recuperación de los archivos.

Se asegurará, en todo caso, la posibilidad de trasladar los datos a otros formatos y soportes que garanticen el acceso desde diferentes aplicaciones. Igualmente, los medios o soportes en que se almacenen documentos, deberán contar con medidas de seguridad, de acuerdo con lo previsto en el ENS que garanticen la integridad, autenticidad, confidencialidad, calidad, protección y conservación de los documentos almacenados y, en particular, asegurarán la identificación de los usuarios y el control de accesos, el cumplimiento de las garantías previstas en la legislación de protección de datos, así como la recuperación y conservación a largo plazo de los documentos electrónicos producidos por las Administraciones Públicas que así lo requieran, de acuerdo con las especificaciones sobre el ciclo de vida de los servicios y sistemas utilizados.

4.  El procedimiento administrativo

El procedimiento administrativo común en su configuración tras la LPACAP no permite hablar de una revolución desde el punto de vista de su estructura y reglas de tramitación y aunque una lectura en profundidad de su articulado permite advertir muchas más modificaciones que las que inicialmente resultarían significativas, la verdadera revolución es la transformación digital en el funcionamiento de la administración. Por ello, la exposición de este apartado se desarrollará en clave de las novedades que se recogen en las diferentes fases del procedimiento, evitando reiterar aquellos contenidos que no experimentan cambios sustanciales tras la reforma.

4.1.  El expediente electrónico y el documento electrónico

La actuación de las AAPP se lleva a cabo a través del procedimiento administrativo, en el marco del cual se dictan los actos administrativos, que, en la configuración de la LPACAP se producirán por escrito a través de medios electrónicos, a menos que su naturaleza exija otra forma más adecuada de expresión y constancia, conforme a lo señalado en su artículo 36.1 y en el marco del respectivo procedimiento administrativo.

La LPACAP, a diferencia de su predecesora nos ofrece una definición del expediente administrativo en su artículo 70, conforme al cual se entiende por expediente administrativo el conjunto ordenado de documentos y actuaciones que sirven de antecedente y fundamento a la resolución administrativa, así como las diligencias encaminadas a ejecutarla. En cuanto a su formato, será electrónico y su formación se llevará a cabo mediante la agregación ordenada de cuantos documentos, pruebas, dictámenes, informes, acuerdos, notificaciones y demás diligencias deban integrarlos, así como un índice numerado de todos los documentos que contenga cuando se remita, y deberá constar en el expediente copia electrónica certificada de la resolución adoptada (21) .

Esta previsión parece claramente tributaria de la recogida para el ámbito local, en el artículo 164 del ROF cuando señala que «Constituye expediente el conjunto ordenado de documentos y actuaciones que sirven de antecedente y fundamento a la resolución administrativa, así como las diligencias encaminadas a ejecutarla». Y que «Los expedientes se formarán mediante la agregación sucesiva de cuantos documentos, pruebas, dictámenes, decretos, acuerdos, notificaciones y demás diligencias deban integrarlos, y sus hojas útiles serán rubricadas y foliadas por los funcionarios encargados de su tramitación».

Cuando en virtud de una norma sea preciso remitir el expediente electrónico, se hará de acuerdo con lo previsto en el ENI y en las correspondientes Normas Técnicas de Interoperabilidad, y se enviará completo, foliado, autentificado y acompañado de un índice, asimismo autentificado, de los documentos que contenga. La autenticación del citado índice garantizará la integridad e inmutabilidad del expediente electrónico generado desde el momento de su firma y permitirá su recuperación siempre que sea preciso, siendo admisible que un mismo documento forme parte de distintos expedientes electrónicos.

Resulta de especial interés por su conexión con la LTAIP, la prescripción recogida en el apartado 3 del precepto, al señalar que no formará parte del expediente administrativo la información que tenga carácter auxiliar o de apoyo, como la contenida en aplicaciones, ficheros y bases de datos informáticas, notas, borradores, opiniones, resúmenes, comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas, así como los juicios de valor emitidos por las AAPP, salvo que se trate de informes, preceptivos y facultativos, solicitados antes de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento. Acogiendo una noción jurisprudencial, y acuñada por la normativa sobre transparencia, como es la de «carácter auxiliar o de apoyo» resulta llamativa la inclusión de la referencia a «informes» como documentos no integrantes del expediente administrativo y otros elementos que, desgajados del mismo, supondrán por sí mismos una causa de inadmisión de las solicitudes de acceso a la información presentadas al amparo del artículo 12 LTAIP, en una clara limitación al ejercicio del derecho de acceso.

En cuanto al documento electrónico deberá configurarse sobre la base, al menos de la concurrencia de los siguientes requisitos:


	
a)  Contener información de cualquier naturaleza archivada en un soporte electrónico según un formato determinado susceptible de identificación y tratamiento diferenciado.

	
b)  Disponer de los datos de identificación que permitan su individualización, sin perjuicio de su posible incorporación a un expediente electrónico.

	
c)  Incorporar una referencia temporal del momento en que han sido emitidos.

	
d)  Incorporar los metadatos mínimos exigidos.

	
e)  Incorporar las firmas electrónicas que correspondan de acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable.



Las condiciones de validez de los documentos en su configuración electrónica adquieren una relevante importancia, por la exigencia de requisitos de carácter tecnológico y la falta de medios y preparación suficiente respecto a estas cuestiones por parte de los empleados públicos, aspectos que podrán tener impacto en cuanto a la nulidad o anulabilidad de los actos administrativos que se dicten.

Por último, subrayar que no todos los documentos exigirán la utilización de la firma electrónica, pues se excepcionan los documentos electrónicos emitidos por las AAPP que se publiquen con carácter meramente informativo, así como aquellos que no formen parte de un expediente administrativo, en el sentido expuesto, aunque, en todo caso, será necesario identificar el origen de estos documentos, para su debida constancia.

4.2.  Las fases del procedimiento administrativo: estructura

La estructura del procedimiento administrativo tras la LPACAP no experimenta modificaciones, a primera vista, de amplio calado. A continuación, realizaremos, siguiendo la metodología expuesta, un recorrido a través de las distintas fases del procedimiento administrativo, abordando básicamente las novedades que ofrece la LPACAP frente a la LRJPAC, en su Título IV «De las disposiciones sobre el procedimiento administrativo común».

4.2.1.  Inicio del procedimiento

La LPAC tras mantener la regulación de la iniciación de oficio de la LRJPAC realiza un nuevo desarrollo de cada una de ellas en los artículos 59 y siguientes, Capítulo II, a efectos de dotar de mayor claridad este trámite.


	
•  Inicio del procedimiento a propia iniciativa.Se entiende por propia iniciativa, la actuación derivada del conocimiento directo o indirecto de las circunstancias, conductas o hechos objeto del procedimiento por el órgano que tiene atribuida la competencia de iniciación.



	
•  Inicio del procedimiento como consecuencia de orden superior.Tendrá la consideración de orden superior la emitida por un órgano administrativo superior jerárquico del competente para la iniciación del procedimiento, con la particularidad de que en los procedimientos de naturaleza sancionadora se establece un contenido mínimo de dicha orden, en la medida de lo posible, y que se concretará en los siguientes datos: la persona o personas presuntamente responsables; las conductas o hechos que pudieran constituir infracción administrativa y su tipificación; así como el lugar, la fecha, fechas o período de tiempo continuado en que los hechos se produjeron.



	
•  Inicio del procedimiento por petición razonada de otros órganos.Tendrá la consideración de petición razonada, la propuesta de iniciación del procedimiento formulada por cualquier órgano administrativo que no tiene competencia para iniciar el mismo y que ha tenido conocimiento de las circunstancias, conductas o hechos objeto del procedimiento, bien ocasionalmente o bien por tener atribuidas funciones de inspección, averiguación o investigación.

En cualquier caso es de señalar que la petición no tendrá carácter vinculante para el órgano competente en el acuerdo de inicio del procedimiento, si bien deberá comunicar al órgano que la hubiera formulado los motivos por los que, en su caso, no procede la iniciación.



	
•  Inicio del procedimiento por denuncia.Se entiende por denuncia, el acto por el que cualquier persona, en cumplimiento o no de una obligación legal, pone en conocimiento de un órgano administrativo la existencia de un determinado hecho que pudiera justificar la iniciación de oficio de un procedimiento administrativo.





Respecto a su contenido, las denuncias deberán expresar la identidad de la persona o personas que las presentan y el relato de los hechos que se ponen en conocimiento de la Administración. En este punto debe tomarse en consideración la aprobación de la Directiva (UE) 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, relativa a la protección de las personas que informen sobre infracciones del Derecho de la Unión que denuncian las infracciones del Derecho de la Unión. Cuando dichos hechos pudieran constituir una infracción administrativa, recogerán la fecha de su comisión y, cuando sea posible, la identificación de los presuntos responsables. Esto introduce una dificultad que sería la capacitación por parte del denunciante de si los hechos son susceptibles de constituir o no infracción administrativa.

Si la denuncia invocara un perjuicio en el patrimonio de las AAPP la no iniciación del procedimiento deberá ser motivada y se notificará a los denunciantes la decisión de si se ha iniciado o no el procedimiento. No obstante, la presentación de una denuncia no confiere, por sí sola, la condición de interesado en el procedimiento.

4.2.2.  Instrucción

En los aspectos generales del procedimiento, la reforma realiza un esfuerzo regulatorio para la atribución de las responsabilidades en este punto en concreto mediante la asignación de la responsabilidad directa en la tramitación del procedimiento y, en especial, del cumplimiento de los plazos establecidos, atribución que por otra parte, dada la naturaleza y dinámicas del procedimiento administrativo electrónico, permite con mayor facilidad realizar un seguimiento real y efectivo de los plazos de tramitación y la autoría de cada trámite a los efectos, en su caso, de la exigencia de las responsabilidades que pudiesen corresponder.

Precisamente la consideración de que la administración electrónica constituye un elemento positivo y de mejora en el procedimiento administrativo se materializa a través de la utilización de las nuevas tecnologías, tal y como señala el artículo 75.2 LPACAP en relación con los actos de instrucción, estableciendo que las aplicaciones y sistemas de información utilizados para la instrucción de los procedimientos deberán garantizar:


	
a)  El control de los tiempos y plazos.

	
b)  La identificación de los órganos responsables.

	
c)  La tramitación ordenada de los expedientes.

	
d)  Facilitar la simplificación y la publicidad de los procedimientos.



Cuando sea necesario el trámite de información pública, y con independencia de los medios a través de los que se realice, el anuncio señalará el lugar de exhibición, al margen de lo cual deberá estar en todo caso a disposición de las personas que lo soliciten a través de medios electrónicos en la sede electrónica correspondiente, y en el mismo, además de otros contenidos que vengan impuestos por imperativo legal, determinará el plazo para formular alegaciones, que en ningún caso podrá ser inferior a veinte días, en ejecución de lo dispuesto en el artículo 83.2 LPACAP.

De acuerdo con el principio de simplificación administrativa, se acordarán en un solo acto todos los trámites que, por su naturaleza, admitan un impulso simultáneo y no sea obligado su cumplimiento sucesivo y, en esa misma línea de aplicación de los principios de eficacia y eficiencia en la tramitación, el procedimiento, sometido al principio de celeridad, se impulsará de oficio en todos sus trámites y a través de medios electrónicos, respetando los principios de transparencia y publicidad.

4.2.3.  Resolución

El artículo 84 LPACAP mantiene el catálogo de las técnicas de terminación del procedimiento: la resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia no esté prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad. Ahora bien, se introduce entre éstos una modulación en su aplicación, al contemplar el artículo 96 el desistimiento por la administración, en los procedimientos iniciados de oficio, motivadamente y en los supuestos y requisitos previstos en las leyes, como una medida también de simplificación que permitirá evitar continuar con la tramitación del procedimiento en los supuestos legales.

A continuación expondremos aquellos aspectos que han experimentado alguna modificación tras la reforma:


	
•  Como otra manifestación más de la conversión del procedimiento en procedimiento electrónico, el artículo 88.4 establece que sin perjuicio de la forma y lugar señalados por el interesado para la práctica de las notificaciones, la resolución del procedimiento se dictará electrónicamente y garantizará la identidad del órgano competente, así como la autenticidad e integridad del documento que se formalice mediante el empleo de alguno de los instrumentos previstos en la LPACAP.

	
•  Cuando la competencia para instruir y resolver un procedimiento no recaiga en un mismo órgano, será necesario que el instructor eleve al órgano competente para resolver un propuesta de resolución.

	
•  Una vez finalizado el procedimiento y partiendo de la premisa de la eficacia de los actos administrativos desde que se dicten, el artículo 98 en su apartado 1 mantiene las tradicionales excepciones a la ejecutoriedad de los actos de las administraciones públicas sujetos al derecho administrativo, introduciendo una novedad normativa al regular el supuesto de que una resolución administrativa, o de cualquier otra forma de finalización del procedimiento administrativo prevista en la ley, nazca una obligación de pago derivada de una sanción pecuniaria, multa o cualquier otro derecho que haya de abonarse a la Hacienda pública.

	
•  En este caso el abono de la obligación se efectuará por los medios recogidos en este precepto ya objeto de enumeración en el apartado correspondiente a los derechos de los interesados.

	
•  Por otra parte, se da una nueva redacción a la regulación del ejercicio de acciones posesorias, previsto ahora en el artículo 105, señalando que no se admitirán a trámite acciones posesorias contra las actuaciones de los órganos administrativos realizadas en materia de su competencia y de acuerdo con el procedimiento legalmente establecido. Este precepto sustituye al artículo 101 LRJPAC «Prohibición de interdictos», que no permite admitir trámite interdictos contra las actuaciones de los órganos administrativos realizadas en materia de su competencia y de acuerdo con el procedimiento legalmente establecido.



4.3.  La obligación de resolver y el silencio administrativo

La obligación de resolver los procedimientos administrativos es una consecuencia lógica de un sistema basado en la finalización de los procedimientos por cualquiera de las vías establecidas en la misma, resolución que permitirá la correcta activación de sus garantías, como la notificación con el adecuado régimen de impugnación, informando a los interesados de los efectos y plazos de aplicación. Por ello, la LPACAP mantiene la obligación de resolver en idénticos términos, con carácter general, a la LRJPAC, resolución que debe ser expresa y notificada en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de iniciación, y sin perjuicio de la existencia de otros medios para la finalización del procedimiento (22) .

A continuación, examinaremos las novedades que se han producido en esta materia, con especial incidencia en algunos aspectos como la emisión del certificado acreditativo del silencio administrativo que, en la nueva regulación, se emitirá de oficio y los supuestos de suspensión del plazo máximo de resolver, que presenta variaciones de relieve en relación a la LRJPAC.

4.3.1.  Obligación de resolver y la suspensión del plazo máximo

La regulación de esta obligación se contiene en los artículos 21 y siguientes LPACAP distinguiendo la obligación de resolver en los procedimientos iniciados a instancia de parte y los procedimientos iniciados de oficio, sin que sea obstáculo al cumplimiento de dicha obligación los casos en los que opere la prescripción, renuncia del derecho, caducidad del procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la declaración de la circunstancia que concurra en cada supuesto, con indicación de los hechos producidos y las normas aplicables (23) .

No obstante la generalización de la obligación, la norma recoge una serie de supuestos en los que se exceptúa la obligación de resolver, que serán aquéllos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así como los procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos únicamente al deber de declaración responsable o comunicación a la Administración, en este caso incorporando la declaración responsable, corrigiendo, de este modo, la deficiente regulación anterior que sólo contemplaba la comunicación previa.

El plazo máximo en el que debe notificarse la resolución expresa será el que establezca la norma reguladora del correspondiente procedimiento, con la prescripción de que no podrá exceder de seis meses salvo que una norma con rango de Ley establezca uno mayor o así venga previsto en el Derecho de la Unión Europea, sin perjuicio de que cuando las normas reguladoras de los procedimientos no fijen el plazo máximo, éste será de tres meses.

Particulares modificaciones experimenta la regulación recogida en el artículo 22 LPAC en relación con la suspensión del plazo máximo de resolver, pues aunque mantiene la línea establecida en el artículo 42.5 LRJPAC, incorpora dos nuevas causas que podrán dar lugar a la suspensión del plazo para resolver con carácter potestativo, contempladas en los subapartados c) y g) del apartado 1:


	
a)  Cuando exista un procedimiento no finalizado en el ámbito de la Unión Europea que condicione directamente el contenido de la resolución de que se trate, desde que se tenga constancia de su existencia, lo que deberá ser comunicado a los interesados, hasta que se resuelva, lo que también habrá de ser notificado.

	
b)  Cuando para la resolución del procedimiento sea indispensable la obtención de un previo pronunciamiento por parte de un órgano jurisdiccional, desde el momento en que se solicita, lo que habrá de comunicarse a los interesados, hasta que la Administración tenga constancia del mismo, lo que también deberá serles comunicado.



En paralelo, y con carácter automático, se introducen tres nuevos supuestos del plazo máximo para resolver el procedimiento en su apartado 2:


	
a)  Cuando una Administración Pública requiera a otra para que anule o revise un acto que entienda que es ilegal y que constituya la base para el que la primera haya de dictar en el ámbito de sus competencias, en el supuesto al que se refiere el apartado 5 del artículo 39 LPACAP, desde que se realiza el requerimiento hasta que se atienda o, en su caso, se resuelva el recurso interpuesto ante la jurisdicción contencioso administrativa.

	
b)  Cuando el órgano competente para resolver decida realizar alguna actuación complementaria de las previstas en el artículo 87 LPACAP, desde el momento en que se notifique a los interesados el acuerdo motivado del inicio de las actuaciones hasta que se produzca su terminación.

	
c)  Cuando los interesados promuevan la recusación en cualquier momento de la tramitación de un procedimiento, desde que ésta se plantee hasta que sea resuelta por el superior jerárquico del recusado.



4.3.2.  El silencio administrativo

Entre las novedades que la doctrina ha considerado de mayor relevancia en la transición de la LRJPAC al nuevo modelo dual no se encuentra la regulación del silencio administrativo, pero sin embargo, sí se han producido modificaciones de detalle de suficiente alcance, tal y como exponemos a continuación.

En el supuesto de incumplimiento de la obligación de resolver en los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, el vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa, legitima al interesado o interesados para entenderla estimada por silencio administrativo, excepto en los supuestos en los que una norma con rango de ley o una norma de Derecho de la Unión Europea o de Derecho internacional aplicable en España establezcan lo contrario.

Se subsana, a través de la reforma efectuada por la LPACAP, la confusión conceptual en que había incurrido la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicio y su ejercicio, al introducir para el conjunto de los procedimientos administrativos la regulación de la regla del silencio positivo prevista expresamente en la Directiva de Servicios para el supuesto particular del ejercicio de las actividades de servicios, distinguiendo, en la redacción actual, el supuesto de aquellos procedimientos que tengan por objeto el acceso a actividades o su ejercicio, en cuyo caso la ley que disponga el carácter desestimatorio del silencio deberá fundarse en la concurrencia de razones imperiosas de interés general. Como consecuencia de la modificación desaparece la referencia a las razones imperiosas de interés general, previstas en la propia Directiva y en la norma de transposición.

En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal de resolver, produciendo los siguientes efectos:


	
a)  En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones jurídicas favorables, los interesados que hubieren comparecido podrán entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo.

	
b)  En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, con los efectos previstos en el artículo 95 LPACAP.



En cuanto a los medios de acreditación de la producción del silencio, la LPACAP incorpora una nueva previsión en su artículo 24, apartado 4, señalando que la existencia de los actos administrativos producidos por silencio administrativo puede ser acreditada por cualquier medio de prueba admitido en Derecho, incluido el certificado acreditativo del silencio producido, respecto al que contempla una nueva forma de emisión, estableciendo su expedición de oficio por el órgano competente para resolver de la respectiva Administración, en el plazo de quince días desde que expire el plazo máximo para resolver el procedimiento. Aunque se mantiene la regulación anterior de que el interesado podrá pedirlo en cualquier momento, computándose el plazo indicado anteriormente desde el día siguiente a aquél en que la petición tuviese entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para resolver.

4.4.  Términos y plazos en materia de procedimiento

El procedimiento administrativo, considerado en sus diferentes fases de tramitación, exige examinar un aspecto formal relevante en cuanto a la validez en la producción de los actos administrativos, como es el relativo al régimen de términos y plazos, recogido en los artículos 29 a 33 LPACAP. En este apartado, sin alterar demasiado la regulación precedente, es posible advertir novedades sustanciales, en un doble plano. Por un lado, con la introducción de modificaciones en cuanto a las reglas generales del cómputo de los plazos y, por otro, incorporando consolidados criterios interpretativos del orden jurisdiccional para corregir las deficiencias detectadas en la regulación de la LRJPAC.

a) Cómputo de plazos por horas.


	
•  El cómputo del plazo por horas, incorporado en el artículo 30.1 LPACAP, no supone una verdadera innovación en nuestro ordenamiento jurídico, pues ya se venía utilizando en otros procedimientos (24) . La verdadera novedad es su introducción en la normativa sobre procedimiento administrativo básico en relación con su predecesora2. Conforme a dicho precepto, salvo que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea se disponga otro cómputo, cuando los plazos se señalen por horas, se entiende que éstas son hábiles, estableciendo que son hábiles todas las horas del día que formen parte de un día hábil (25) .

	
•  En cuanto a la forma de realizar su cómputo, los plazos expresados por horas se contarán de hora en hora y de minuto en minuto desde la hora y minuto en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate y no podrán tener una duración superior a veinticuatro horas, en cuyo caso se expresarán en días. 



b) Declaración de los sábados como días inhábiles.


	
•  Acogiendo una demanda doctrinal y de los operadores jurídicos de unificación de plazos administrativos y judiciales, la LPACAP declara los sábados como días inhábiles, al igual que hace el artículo 182.1 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial (LOPJ). El nuevo artículo 30.2 LPACAP establece que siempre que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea no se exprese otro cómputo, cuando los plazos se señalen por días, se entiende que éstos son hábiles, excluyéndose del cómputo los sábados, los domingos y los declarados festivos. A pesar de la positiva acogida que esta modificación ha recibido, el hecho de mantener el mes de agosto como mes hábil a efectos administrativos, permaneciendo la discrepancia con el ámbito judicial, ha sido objeto de severas críticas doctrinales (26) .

	
•  Para evitar los perjuicios que se puedan derivar de la excepción a la regla general del cómputo de plazos en días hábiles, cuando los plazos se hayan señalado por días naturales por declararlo así una ley o por el Derecho de la Unión Europea, la norma contempla que se hará constar esta circunstancia en las correspondientes notificaciones.



c) Aclaración en la finalización de los plazos.

	
•  La nueva redacción de la LPACAP determina que los plazos concluirán el mismo día en que se produjo la notificación, publicación o silencio administrativo en el mes o el año de vencimiento, y que si en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo se entenderá que el plazo expira el último día del mes. Se produce así la positivización de la sólida posición jurisprudencial que, en relación con el cómputo de los plazos, señalaba ya con la LRJPAC que aunque el cómputo del plazo comienza en el día siguiente al de la notificación, éste expira en el día equivalente a aquél en que ésta tuvo lugar, sin que se produzcan otras modificaciones relevantes en relación con el cómputo de los plazos.


d) Plazo para la suspensión.

	
•  El artículo 117.3 LPACAP modifica el plazo para resolver las solicitudes de suspensión de la ejecución de los actos administrativos como consecuencia de la interposición de recurso administrativo. El plazo para pronunciarse sobre la adopción de esta medida cautelar pasa del tradicional de 30 días al plazo de un mes, diferencia sustancial en cuanto al cómputo en días hábiles, máxime cuando se modifican las reglas generales de cómputo con la declaración de los sábados como días inhábiles.


e) Plazo de impugnación ante la resolución por silencio.


	
•  La LPACAP contempla la desaparición del plazo para impugnar en vía administrativa, con recurso de reposición o alzada, cuando no se hubiese dictado resolución expresa, al prever en el artículo 122.1, en relación con el recurso de alzada, que si el acto no fuera expreso, el solicitante y otros posibles interesados podrán interponer recurso en cualquier momento a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzcan los efectos del silencio administrativo, redacción idéntica a la establecida en el artículo 124.1 para el recurso potestativo de reposición.

	
•  Se codifica, de este modo, la doctrina jurisprudencial que procedía a equiparar la desestimación por silencio a la notificación defectuosa de un acto administrativo para permitir el acceso del interesado a la protección jurisdiccional en los términos previstos en la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA), recogida, por todas, en Sentencia del Tribunal Constitucional 14/2006, de 16 de enero, FJ 2º, en relación con la regulación del silencio administrativo en la LRJPAC tras la modificación efectuada por la Ley 4/1999 (27) .



f) Ampliación de plazos por incidencia técnica.


	
•  Al lado de los supuestos tradicionales de ampliación de plazos, la LPACAP recoge en su artículo 32 una nueva causa de ampliación del plazo para resolver el procedimiento, directamente relacionada con la definitiva implantación de la administración electrónica, en previsión de que incidencias de carácter técnico hayan imposibilitado el funcionamiento ordinario del sistema o aplicación que corresponda, y hasta que se solucione el problema.

	
•  Dando la bienvenida a una consideración que se aprecia imprescindible en el marco de la transformación digital, debe efectuarse, en paralelo, una crítica tanto a su configuración como a la ausente regulación de homólogo supuesto respecto a las incidencias técnicas de los ciudadanos. Respecto al primer aspecto, porque no se recoge la aplicación automática de esta causa de ampliación, sino que se contempla con carácter potestativo, dejando a libre arbitrio de la administración la decisión de reparar los perjuicios que se hubieran podido producir para los ciudadanos como consecuencia de la imposible utilización del respectivo sistema o aplicación. En cuanto al segundo, porque no se prevé la opción de acreditar la imposibilidad material de acceso a la respectiva fase de tramitación como consecuencia de problemas operativos en los equipos, aplicaciones o redes de comunicación del propio interesado, dando la oportunidad de reparación.



4.5.  Otras actuaciones incidentales al procedimiento

Además de la ordenación del procedimiento en las fases examinadas existen otras actuaciones colaterales al propio procedimiento administrativo que obedecen en cada caso a una finalidad concreta en orden a garantizar su correcta resolución que examinaremos a continuación. Se trata de las actuaciones previas, de las actuaciones complementarias y de las medidas provisionales.

a) Información y actuaciones previas.

	
•  Con anterioridad al inicio del procedimiento, el artículo 55 LPACAP dispone que el órgano competente pueda abrir un período de información o actuaciones previas con el fin de conocer las circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de iniciar el procedimiento. Estas actuaciones previas serán realizadas por los órganos que tengan atribuidas funciones de investigación, averiguación e inspección en la materia y, en defecto de éstos, por la persona u órgano administrativo que se determine por el órgano competente para la iniciación o resolución del procedimiento.


b) Medidas provisionales.

	
•  La configuración de las medidas provisionales en el artículo 56 LPACAP se diferencia de la LRJPAC en que recoge la enumeración, no exhaustiva, de una serie de posibles actuaciones a adoptar para garantizar la eficacia de la resolución que recaiga en el procedimiento en los términos previstos en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil:
	
—  Suspensión temporal de actividades.

	
—  Prestación de fianzas.

	
—  Retirada o intervención de bienes productivos o suspensión temporal de servicios por razones de sanidad, higiene o seguridad, el cierre temporal del establecimiento por estas u otras causas previstas en la normativa reguladora aplicable.

	
—  Embargo preventivo de bienes, rentas y cosas fungibles computables en metálico por aplicación de precios ciertos.

	
—  El depósito, retención o inmovilización de cosa mueble.

	
—  La intervención y depósito de ingresos obtenidos mediante una actividad que se considere ilícita y cuya prohibición o cesación se pretenda.

	
—  Consignación o constitución de depósito de las cantidades que se reclamen.

	
—  La retención de ingresos a cuenta que deban abonar las Administraciones Públicas.

	
—  Aquellas otras medidas que, para la protección de los derechos de los interesados, prevean expresamente las leyes, o que se estimen necesarias para asegurar la efectividad de la resolución.






Sin abordar el análisis individualizado de las mismas debemos destacar la previsión recogida en este último apartado que permite un elevado grado de discrecionalidad en la adopción de la medida.

c) Actuaciones complementarias.

	
•  El artículo 87 LPACAP introduce un nuevo mecanismo en el procedimiento administrativo en relación al articulado LRJPAC, al contemplar que, antes de dictar resolución, el órgano competente para resolver podrá decidir, mediante acuerdo motivado, la realización de las actuaciones complementarias indispensables para resolver el procedimiento, negando tal consideración de actuaciones complementarias los informes que preceden inmediatamente a la resolución final del procedimiento.


En cuanto a su configuración, el acuerdo de realización de actuaciones complementarias se notificará a los interesados, concediéndoseles un plazo de siete días para formular las alegaciones que tengan por pertinentes tras la finalización de las mismas. Las actuaciones complementarias deberán practicarse en un plazo no superior a quince días, siendo el acuerdo de realización de las mismas el que fijará dentro de este límite el plazo concreto, quedando suspendido el plazo para resolver el procedimiento hasta la terminación de las actuaciones complementarias.

5.  Las especialidades procedimentales

Desde el punto de vista de la técnica normativa y también desde la óptica de las instituciones del derecho administrativo, una de las mayores novedades derivadas del nuevo modelo utilizado por el legislador viene representado por la supresión de los procedimientos administrativos especiales. Éstos se subsumen en un único procedimiento administrativo común en la LPACAP, aunque no sin una fuerte censura por los órganos consultivos, en cumplimiento de los objetivos del legislador en la reforma, la configuración de esa unidad se caracterizará, en determinados ámbitos objetivos, por una serie de especialidades en su tramitación.

Así lo advertía ya el Consejo de Estado en su Dictamen 275/2015 al Anteproyecto de la norma, cuando desde la óptica normativa indicaba que el punto de vista de:

Llama la atención que la propia exposición de motivos del anteproyecto conceptúe como «procedimientos especiales» lo que en nuestro Derecho administrativo son auténticas instituciones y como tales han sido reguladas.


Y desde la perspectiva de la técnica normativa señalaba que:

Por lo demás, no puede dejar de apuntarse que el tratamiento que en el anteproyecto reciben ambas instituciones perjudica, en última instancia, la calidad técnica de la norma y su coherencia interna. Y ello porque, al intercalar en la regulación del procedimiento administrativo común las llamadas «especialidades» aplicables en materia sancionadora y de responsabilidad, se dificulta la comprensión general de la Ley y se oscurece el conocimiento completo y unitario del régimen jurídico aplicable a tales materias.


Al reconvertido procedimiento administrativo común sobre el ejercicio de la potestad sancionadora y en materia de responsabilidad patrimonial se incorpora una novedad completa, la regulación simplificada, conjugando así la simplificación administrativa en una doble técnica, la supresión de procedimientos administrativos especiales, y la previsión de supuestos de tramitación simplificada.

5.1.  Ejercicio de la potestad sancionadora

El ejercicio de la potestad sancionadora se vinculaba en la LRJPAC a un procedimiento especial cuya regulación se contenía en el Título IX «De la potestad sancionadora» y que era objeto de desarrollo reglamentario en el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la Potestad Sancionadora, ahora derogado por la LPACAP. Tras la opción del legislador de integrarlo como especialidad del procedimiento administrativo común deberemos acudir a las especialidades regulatorias que a lo largo del articulado sobre las diferentes fases de tramitación se recogen para este ámbito material.

Dentro del modelo dual, combinando aspectos procedimentales en la LPACAP y principios en la LRJSP, pueden apuntarse los distintos elementos de interés, sin perjuicio de que, por obra de la desaparición de la norma reglamentaria, se hayan elevado a rango legal parte de sus contenidos:


	
•  Solicitud de inicio a petición razonada de otros órganos. En este supuesto las peticiones deberán especificar, en la medida de lo posible, la persona o personas presuntamente responsables; las conductas o hechos que pudieran constituir infracción administrativa y su tipificación; así como el lugar, la fecha, fechas o período de tiempo continuado en que los hechos se produjeron.

	
•  Se introduce la figura de la delación. El artículo 62.4 LPAC atribuye un bonus al denunciante cuando haya participado en la comisión de una infracción de esta naturaleza y existan otros infractores, de tal modo que el órgano competente para resolver el procedimiento deberá eximir al denunciante del pago de la multa que le correspondería u otro tipo de sanción de carácter no pecuniario, cuando sea el primero en aportar elementos de prueba que permitan iniciar el procedimiento o comprobar la infracción, siempre y cuando en el momento de aportarse aquellos no se disponga de elementos suficientes para ordenar la misma y se repare el perjuicio causado.Asimismo, el órgano competente para resolver deberá reducir el importe del pago de la multa que le correspondería o, en su caso, la sanción de carácter no pecuniario, cuando no cumpliéndose alguna de las condiciones anteriores, el denunciante facilite elementos de prueba que aporten un valor añadido significativo respecto de aquellos de los que se disponga, siempre que el denunciante cese en la participación de la infracción y no haya destruido elementos de prueba relacionados con el objeto de la denuncia. No obstante, la presentación de una denuncia no confiere, por sí sola, la condición de interesado en el procedimiento.



	
•  Compatibilidad de distintas medidas. Se pone de relieve la compatibilidad de la exigencia de responsabilidades administrativas con la de reponer la situación alterada por el sujeto infractor al estado originario. Esta cuestión resultaba ya una práctica habitual en la legislación reguladora del urbanismo y ordenación del territorio, en relación con la cohabitación de sanciones pecuniarias y la orden de reposición de la realidad física alterada.

	
•  Se introduce el principio de culpabilidad. El legislador, asumiendo una crítica reiterada de la doctrina, ha optado por suprimir la exigencia de la conocida como responsabilidad de carácter objetivo, mediante la eliminación de la referencia de la comisión de determinadas conductas «aun a título de mera inobservancia».

	
•  Extensión de los principios sancionadores a la potestad disciplinaria. Los principios recogidos en la LRJSP para el ejercicio de la potestad sancionadora, se hacen extensivos al ejercicio por las AAPP de su potestad disciplinaria respecto del personal a su servicio, con independencia de su relación de empleo.



Además de los derechos genéricos atribuidos a los interesados en el artículo 53 LPACAP, en el caso de procedimientos administrativos de naturaleza sancionadora, los presuntos responsables tendrán, conforme a dicho precepto, los siguientes derechos:


	
a)  A ser notificado de los hechos que se le imputen, de las infracciones que tales hechos puedan constituir y de las sanciones que, en su caso, se les pudieran imponer, así como de la identidad del instructor, de la autoridad competente para imponer la sanción y de la norma que atribuya tal competencia.

	
b)  A la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras no se demuestre lo contrario.



En el conjunto de los derechos genéricos y a los efectos que pudiera resultar de aplicación en los procedimientos sobre potestad sancionadora se agiliza y facilita el pago de multas pecuniarias introduciendo la posibilidad del uso de transferencias bancarias, tarjetas de débito y crédito, entre otros medios de pago frente a la administración.

5.2.  Responsabilidad patrimonial

Siguiendo idéntica técnica regulatoria desaparece el procedimiento especial en materia de responsabilidad patrimonial, previsto como tal en el Título X de la LRJPAC «De la responsabilidad de las Administraciones Públicas y de sus autoridades y demás personal a su servicio» y desarrollado vía Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de los Procedimientos de las Administraciones en materia de responsabilidad patrimonial, también ahora objeto de derogación.

En cuanto a su definición como especialidad procedimental en la LPACAP y sin perjuicio de la integración a lo largo del Título IV de las disposiciones comunes regulando el procedimiento administrativo común, podemos destacar las novedades más destacadas en relación al modelo de procedimiento establecido en la LRJPAC, artículos 32 a 37, tanto de rango legal como reglamentaria:


	
•  Solicitud de inicio a instancias del interesado. En las solicitudes de iniciación, además de lo previsto en el artículo 66, deberán especificarse las lesiones producidas, la presunta relación de causalidad entre éstas y el funcionamiento del servicio público, la evaluación económica de la responsabilidad patrimonial, si fuera posible, y el momento en que la lesión efectivamente se produjo, e irá acompañada de cuantas alegaciones, documentos e informaciones se estimen oportunos y de la proposición de prueba, concretando los medios de que pretenda valerse el reclamante.

	
•  Solicitud de inicio a petición razonada de otros órganos. En estos supuestos la petición deberá individualizar la lesión producida en una persona o grupo de personas, su relación de causalidad con el funcionamiento del servicio público, su evaluación económica si fuera posible, y el momento en que la lesión efectivamente se produjo.

	
•  Responsabilidad del contratista. El artículo 39.2 LRJSP establece que se seguirá el procedimiento previsto en la LPACAP para determinar la responsabilidad de las AAPP por los daños y perjuicios causados a terceros durante la ejecución de contratos cuando sean consecuencia de una orden inmediata y directa de la Administración o de los vicios del proyecto elaborado por ella misma (28)  o normativa aplicable en materia de contratación. En este caso será necesario notificarle de cuantas actuaciones se realicen en el procedimiento, al efecto de que se persone en el mismo, exponga lo que a su derecho convenga y proponga cuantos medios de prueba estime necesarios.



Mención aparte merece, en este punto, la regulación de la responsabilidad del Estado legislador, pues una de las mayores novedades, al margen de las consideraciones de carácter formal, en materia de responsabilidad viene dada por los contenidos del artículo 32.3 LRJSP al prever la responsabilidad del legislador por leyes que hayan sido declaradas inconstitucionales, salvo en aquellos casos en que el Tribunal Constitucional, al declarar la inconstitucionalidad de la norma, excluya vía sentencia, los efectos ex tunc consecuencia de la nulidad de pleno derecho.

La responsabilidad del Estado legislador podrá surgir también en los siguientes supuestos, siempre que concurran los requisitos previstos en los apartados anteriores:


	
a)  Cuando los daños deriven de la aplicación de una norma con rango de ley declarada inconstitucional, siempre que concurran los requisitos del apartado 4, del artículo 32 LRJSP (29) .

	
b)  Cuando los daños deriven de la aplicación de una norma contraria al Derecho de la Unión Europea, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 5 (30) .



Se diferencia así el origen de la lesión a efectos de la determinación de la indemnización:


	
•  Si la lesión es consecuencia de la aplicación de una norma con rango de ley declarada inconstitucional, procederá su indemnización cuando el particular haya obtenido, en cualquier instancia, sentencia firme desestimatoria de un recurso contra la actuación administrativa que ocasionó el daño, siempre que se hubiera alegado la inconstitucionalidad posteriormente declarada.

	
•  Si la lesión es consecuencia de la aplicación de una norma declarada contraria al Derecho de la Unión Europea, procederá su indemnización cuando el particular haya obtenido, en cualquier instancia, sentencia firme desestimatoria de un recurso contra la actuación administrativa que ocasionó el daño, siempre que se hubiera alegado la infracción del Derecho de la Unión.



5.3.  Tramitación simplificada del procedimiento

Una de las claves interpretativas de la reforma administrativa es precisamente la simplificación, simplificación administrativa que puede actuar en diferentes planos, el normativo, en el ámbito del ordenamiento jurídico; orgánico, en el ámbito del aparato burocrático y procedimental, en el sentido de la revisión de procedimientos y eliminación de trámites innecesarios (31) .

En este último aspecto, uno de los objetivos declarados por el legislador en el diseño del nuevo marco normativo es la simplificación de los procedimientos, simplificación que en el artículo 96 eleva a grado máximo al prever una especialidad para hacer posible una tramitación simplificada.

En cuanto al diseño de la tramitación simplificada pueden concretarse los siguientes aspectos:


	
•  Ámbito objetivo. Puede afectar, en principio, a cualquiera de las materias objeto de procedimiento, no siendo éstas las que determinarán la posibilidad de recurrir a esta especialidad, sino las circunstancias concretas del procedimiento que la norma subsume en dos: porque concurran razones de interés público o que nos encontremos ante procedimientos cuya escasa complejidad así lo aconsejen. En ambos casos, las razones que justifican dicha decisión y su acreditación deberán constar en el expediente en aras de la transparencia y seguridad jurídica, especial motivación requerirá la acreditación de la existencia de circunstancias de interés público, ante la naturaleza de concepto jurídico indeterminado.

	
•  Origen. En cuanto a la decisión de proceder a la tramitación simplificada puede tener su origen en la iniciativa del interesado o bien de la propia administración, en cuyo caso lo acordará de oficio. En este último caso, la administración deberá notificarlo a los interesados que, en este supuesto prevalecen en cuanto a la decisión, pues de constar oposición expresa por cualquiera de ellos la administración deberá continuar con la tramitación ordinaria.

	
•  Procedimiento. En el supuesto de que sean los propios interesados los que soliciten la tramitación simplificada la administración dispondrá de un plazo de cinco días para apreciar la falta de concurrencia de los supuestos de hecho que permiten acudir a este recurso y, en consecuencia, desestimar la solicitud, de no resolver la solicitud en dicho plazo se entenderá desestimada la solicitud. Contra la desestimación, expresa o presunta, no podrá interponerse recurso por parte del interesado. Aunque en cualquier momento del procedimiento anterior a su resolución, el órgano competente para su tramitación podrá acordar continuar con arreglo a la tramitación ordinaria.

	
•  Límites. No obstante, sobre la decisión opera una limitación de carácter objetivo, en cuanto no resultará de aplicación en aquellos casos en que reste menos del plazo de treinta días para su tramitación ordinaria.



Se recogen también una serie de especialidades en la tramitación simplificada de aquellos procedimientos en relación con el ejercicio de la potestad sancionadora o de responsabilidad patrimonial:


	
•  En el caso de procedimientos en materia de responsabilidad patrimonial de las AAPP, si una vez iniciado el procedimiento administrativo el órgano competente para su tramitación considera inequívoca la relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio público y la lesión, así como la valoración del daño y el cálculo de la cuantía de la indemnización, podrá acordar de oficio la suspensión del procedimiento general y la iniciación de un procedimiento simplificado.

	
•  En el caso de procedimientos de naturaleza sancionadora, se podrá adoptar la tramitación simplificada del procedimiento cuando el órgano competente para iniciar el procedimiento considere que, de acuerdo con lo previsto en su normativa reguladora, existen elementos de juicio suficientes para calificar la infracción como leve, sin que quepa la oposición expresa por parte del interesado prevista en el apartado 2.



En cualquier caso, los procedimientos administrativos tramitados de manera simplificada deberán ser resueltos en un plazo sensiblemente inferior al fijado con carácter general para el procedimiento en su tramitación ordinaria, en treinta días, a contar desde el siguiente al que se notifique al interesado el acuerdo de tramitación simplificada del procedimiento, y además de la reducción de plazos se acompaña de una reducción de trámites:


	
a)  Inicio del procedimiento de oficio o a solicitud del interesado.

	
b)  Subsanación de la solicitud presentada, en su caso.

	
c)  Alegaciones formuladas al inicio del procedimiento durante el plazo de cinco días.

	
d)  Trámite de audiencia, únicamente cuando la resolución vaya a ser desfavorable para el interesado.

	
e)  Informe del servicio jurídico, cuando éste sea preceptivo.

	
f)  Informe del Consejo General del Poder Judicial, cuando éste sea preceptivo.

	
g)  Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma en los casos en que sea preceptivo. Desde que se solicite el Dictamen al Consejo de Estado, u órgano equivalente, hasta que éste sea emitido, se producirá la suspensión automática del plazo para resolver.

	
h)  Resolución.



En el supuesto en el que un procedimiento exigiera la realización de un trámite no previsto en el diseño simplificado, la consecuencia directa será que deberá ser tramitado de manera ordinaria.

6.  La notificación administrativa ante el doble régimen presencial y electrónico

La incorporación de la notificación electrónica al procedimiento administrativo común se había producido ya a través de la modificación efectuada en el artículo 59 LRJPAC por la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social y, posteriormente incorporada en la LAE, en su artículo 28, sin que más allá de experiencias aisladas, se haya configurado como el medio común de notificación.

Frente a esta situación, la LPACAP realiza una fuerte apuesta por la notificación electrónica, cuya materialización, en los términos en que se configura, constituye un auténtico reto desde el punto de vista de las garantías del procedimiento y de la superación de las dificultades tecnológicas en su ejecución.

6.1.  La notificación electrónica

En clara correspondencia con la transformación del procedimiento, la regla general será que las notificaciones se practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en todo caso, cuando el interesado resulte obligado a recibirlas por esta vía. A pesar de lo cual, existen dos tipos de supuestos en los cuales se excepciona este tipo de formato, un grupo que opera con carácter potestativo y otro grupo con carácter preceptivo, de tal modo que no admite el formato electrónico.

6.1.1.  Supuestos de exclusión de la notificación electrónica

En cuanto a los supuestos potestativos, las Administraciones podrán practicar las notificaciones por medios no electrónicos en los siguientes supuestos:


	
a)  Cuando la notificación se realice con ocasión de la comparecencia espontánea del interesado o su representante en las oficinas de asistencia en materia de registro y solicite la comunicación o notificación personal en ese momento.

	
b)  Cuando para asegurar la eficacia de la actuación administrativa resulte necesario practicar la notificación por entrega directa de un empleado público de la Administración notificante.



No obstante, y considerando la naturaleza de la notificación y su finalidad, con independencia del medio utilizado, se mantiene la previsión de que las notificaciones serán válidas siempre que permitan tener constancia de su envío o puesta a disposición, de la recepción o acceso por el interesado o su representante, de sus fechas y horas, del contenido íntegro, y de la identidad fidedigna del remitente y destinatario de la misma, para lo cual la acreditación de la notificación efectuada se incorporará al expediente.

Los interesados que no estén obligados a recibir notificaciones electrónicas, es decir, aquéllos que no aparecen contemplados en el artículo 14.2 LPACAP o que, en su caso, no se recojan en las disposiciones reglamentarias que pudieran haberse dictado, podrán decidir y comunicar en cualquier momento a la Administración, mediante los modelos normalizados que se establezcan al efecto, que las notificaciones sucesivas se practiquen o dejen de practicarse por medios electrónicos. Esta circunstancia no deja de plantear problemas aplicativos en torno a la utilización que de ella y con mala fe, puedan realizar los respectivos interesados, para dificultar la efectiva notificación mediante la continua alteración del formato.

En ejercicio de la potestad de autoorganización, reglamentariamente, las AAPP podrán establecer la obligación de practicar electrónicamente las notificaciones para determinados procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.

Adicionalmente, el interesado podrá identificar un dispositivo electrónico y/o una dirección de correo electrónico que servirán para el envío de los avisos regulados en la LPACAP, pero no para la práctica de notificaciones, sino de las conocidas como comunicaciones informales, ya contempladas en alguna normativa autonómica como el Decreto 220/2014, de 12 de diciembre, del Consell, por el que se aprueba el Reglamento de Administración Electrónica de la Comunitat Valencia (32) . Con independencia de que la notificación se realice en papel o por medios electrónicos, las AAPP enviarán, una precisión de carácter imperativo, un aviso al dispositivo electrónico y/o a la dirección de correo electrónico del interesado que éste haya comunicado, informándole de la puesta a disposición de una notificación en la sede electrónica de la Administración u Organismo correspondiente o en la dirección electrónica habilitada única, aunque la falta de práctica de este aviso no impedirá que la notificación sea considerada plenamente válida, circunstancia que resta eficacia vinculante a esta previsión legal, en cuanto carece de consecuencias su omisión en el procedimiento.

No obstante, esta regla ha sido ya cuestionada en el ámbito jurisdiccional, pues la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de 15.06.2018, dictada en Recurso 613/2015, que contra lo dispuesto en la LPACAP, declara que la falta de envío del aviso vulnera el principio de confianza legítima del ciudadano, señalando que:


«…la actuación de la Administración a través de un sistema que avisa al obligado genera una confianza legítima respecto a la existencia de una notificación de la AEAT pendiente de recepcionar. Esa confianza legítima hace que sea transcendente y relevante que el obligado no entrara en su D.E.H. a la vista que no había recibido un aviso en su dirección de correo como había ocurrido hasta ese momento. Es decir, era una actitud esperable en el obligado tributario sin que pueda tildarse de negligente el hecho que no accediera a su D.E.H...

Había, por tanto, una legítima creencia en el obligado de que cada nueva actuación tributaria iba a ser objeto de aviso y, en ese momento acceder al sistema para recepcionar electrónicamente la misma. El principio de buena fe y confianza legítima entre la Administración y el obligado ha sido claramente sostenido por nuestra Jurisprudencia, entendiendo que supone hacer efectiva la finalidad de que lleguen al obligado todos los actos con transcendencia tributaria que le afecten».



La sentencia, en cita de la STS de 16.11.2016 afirma que lo importante es que no se produzca la indefensión material que es la prohibida constitucionalmente y aquí con el actuar incorrecto de la Administración sí se produjo:

«En el presente caso, es evidente que la notificación se realizó escrupulosamente conforme a las formalidades legales pero que no cumplió con su finalidad no por una actuación negligente del contribuyente, que esperaba, como las 4 veces anteriores que le llevara el aviso, sino porque el aviso no llegó, y, por tanto, no accedió. Y es que como dice la indicada STS de 16.11.2016 referenciada: "Por ello, como este Tribunal ha dicho, lo relevante, pues, no es tanto que se cumplan las previsiones legales sobre cómo se llevan a efecto las notificaciones, sino el hecho de que los administrados lleguen a tener conocimiento de ellas. Todo lo cual lleva a concluir, en palabras del propio Tribunal Constitucional, que ni toda deficiencia en la práctica de la notificación implica necesariamente una vulneración del art. 24.1 CE, ni, al contrario, una notificación correctamente practicada en el plano formal supone que se alcance la finalidad que le es propia, es decir, que respete las garantías constitucionales que dicho precepto establece, sentencias del Tribunal Constitucional 126/1991, FJ 5; 290/1993, FJ 4; 149/1998, FJ 3; y 78/1999, de 26 de abril, FJ 2]." (FJ 4º)».


Sin embargo, y sobre un supuesto ciertamente similar, el Pleno del Tribunal Constitucional en sentencia de 17.01.2019 avalado la constitucionalidad del párrafo 3º del art. 152.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil que regula el aviso de las notificaciones judiciales del sistema Lexnet y que nos dice que «El destinatario podrá identificar un dispositivo electrónico, servicio de mensajería simple o una dirección de correo electrónico que servirán para informarle de la puesta a su disposición de un acto de comunicación, pero no para la práctica de notificaciones. En tal caso, con independencia de la forma en que se realice el acto de comunicación, la oficina judicial enviará el referido aviso. La falta de práctica de este aviso no impedirá que la notificación sea considerada plenamente válida», cuya coincidencia con el precepto citado de la LPACAP es evidente.

Y, en segundo lugar, se excepcionan preceptivamente de la práctica por medios electrónicos, sobre la base de las dificultades y obstáculos materiales, las siguientes notificaciones:


	
a)  Aquellas en las que el acto a notificar vaya acompañado de elementos que no sean susceptibles de conversión en formato electrónico.

	
b)  Las que contengan medios de pago a favor de los obligados, tales como cheques.



6.1.2.  Condiciones para la práctica de la notificación electrónica

En cuanto a la materialización de la obligación de notificar en función del tipo de procedimiento pueden establecerse las siguientes reglas (33) :


	
•  En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la notificación se practicará por el medio señalado al efecto por aquél. Esta notificación será electrónica en los casos en los que exista obligación de relacionarse de esta forma con la Administración. Cuando no fuera posible realizar la notificación de acuerdo con lo señalado en la solicitud, se practicará en cualquier lugar adecuado a tal fin, y por cualquier medio que permita tener constancia de la recepción por el interesado o su representante, así como de la fecha, la identidad y el contenido del acto notificado.

	
•  En los procedimientos iniciados de oficio, a los solos efectos de su iniciación, las Administraciones Públicas podrán recabar, mediante consulta a las bases de datos del Instituto Nacional de Estadística, los datos sobre el domicilio del interesado recogidos en el Padrón Municipal, remitidos por las Entidades Locales en aplicación de lo previsto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local.

	
•  Cuando el interesado o su representante rechace la notificación de una actuación administrativa, se hará constar en el expediente, especificándose las circunstancias del intento de notificación y el medio, dando por efectuado el trámite y siguiéndose el procedimiento.

	
•  Cuando el interesado fuera notificado por distintos cauces, se tomará como fecha de notificación la de aquélla que se hubiera producido en primer lugar.



Aspectos que para el dibujo del nuevo sistema de notificación deberán completarse con las siguientes indicaciones:


	
•  Forma. Las notificaciones por medios electrónicos se practicarán mediante comparecencia en la sede electrónica de la Administración u Organismo actuante, a través de la dirección electrónica habilitada única (34)  o mediante ambos sistemas, según disponga cada Administración u Organismo. Se entiende por comparecencia en la sede electrónica, el acceso por el interesado o su representante debidamente identificado al contenido de la notificación.En este punto debemos recordar la vigencia de lo dispuesto en el artículo 40 RD 1671/2009, cuando señala que la notificación por comparecencia electrónica consiste en el acceso por el interesado, debidamente identificado, al contenido de la actuación administrativa correspondiente a través de la sede electrónica del órgano u organismo público actuante. En este sentido, se prevé que para que la comparecencia electrónica produzca los efectos de notificación de acuerdo con el artículo 28.5 de la LAE, referencia derogada, se requerirá que reúna las siguientes condiciones: que con carácter previo al acceso a su contenido, el interesado deberá visualizar un aviso del carácter de notificación de la actuación administrativa que tendrá dicho acceso y que el sistema de información correspondiente dejará constancia de dicho acceso con indicación de fecha y hora. (35) . En la visión de la LPACAP llama la atención la falta de referencia a los medios de notificación recogidos en el artículo 35 del RD 1671/2009 (36) .



	
•  Plazo. Las notificaciones por medios electrónicos se entenderán practicadas en el momento en que se produzca el acceso a su contenido, por lo que será necesario arbitrar los medios para garantizar la acreditación de dicho acceso. En relación con esta cuestión apuntar la problemática derivada del cómputo del plazo de la notificación cuando, en cumplimiento de la obligación de poner a disposición en la sede electrónica de la respectiva administración las notificaciones que, por no afectar a sujetos obligados, ex artículo 14.2 y 3 LPACAP, deban practicarse en papel, problemática que se concentra en determinar cuál debe ser el plazo de cómputo a efectos de la eficacia de la notificación. Si bien el artículo 41.1 LPACAP dispone específicamente que «Cuando el interesado fuera notificado por distintos cauces, se tomará como fecha la notificación la de aquélla que se hubiera producido en primer lugar», algún sector doctrinal, sobre la base del principio pro actione y los principios de buena fe y confianza legítima que deben presidir el funcionamiento de la administración, apuesta por una interpretación favorable a iniciar el cómputo con la última notificación recibida. No ha sido ésa la interpretación realizada por el Tribunal Supremo en sentencia de 12 de febrero de 2020 (RC 2857/2916), en la que se señala expresamente que «se entenderán producidos todos los efectos jurídicos derivados de la notificación, incluido el plazo para la interposición de los recursos que procedan, a partir de la primera de las notificaciones correctamente practicada».

	
•  Rechazo. Cuando la notificación por medios electrónicos sea de carácter obligatorio, o haya sido expresamente elegida por el interesado, se entenderá rechazada cuando hayan transcurrido diez días naturales desde la puesta a disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido.



Se entenderá cumplida la obligación a la que se refiere el artículo 40.4 LPACAP de notificar dentro del plazo máximo de duración de los procedimientos, con la notificación que contenga, cuando menos, el texto íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado con la puesta a disposición de la notificación en la sede electrónica de la Administración u Organismo actuante o en la dirección electrónica habilitada única.

En relación con lo ya expuesto de la configuración del Punto de Acceso General Electrónico de la Administración como un portal de acceso, será preciso que los interesados puedan acceder a las notificaciones desde el mismo.

6.2.  La notificación en papel

En un sistema de procedimiento administrativo que parte del reconocimiento de una relación dual en cuanto al formato de la relación de los ciudadanos con la administración, en papel o electrónico, se mantiene en la LPACAP la regulación de la notificación en papel, aunque el sistema diseñado por el legislador recoge un mecanismo que permite el acceso electrónico aún cuando las notificaciones se practiquen en papel, estableciendo que todas las notificaciones que se practiquen en papel deberán ser también puestas a disposición del interesado en la sede electrónica de la Administración u Organismo actuante para que pueda acceder al contenido de las mismas de forma voluntaria. Este acceso electrónico no conlleva el trasvase al formato electrónico, aunque con la posibilidad de que el resto de notificaciones se puedan realizar a través de medios electrónicos.

En relación con la configuración tradicional de la notificación, se introducen modificaciones que pretenden dar respuesta a la problemática surgida en la práctica de las notificaciones:


	
•  Requisitos para recibir la notificación. Para hacerse cargo de la notificación, cuando ésta se practique en el domicilio del interesado, de no hallarse presente éste en el momento de entregarse la notificación, podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona mayor de catorce años que se encuentre en el domicilio y haga constar su identidad.

	
•  Segundo intento de notificación. Si nadie se hiciera cargo de la notificación, se hará constar esta circunstancia en el expediente, junto con el día y la hora en que se intentó la notificación, intento que se repetirá por una sola vez y en una hora distinta dentro de los tres días siguientes. En caso de que el primer intento de notificación se haya realizado antes de las quince horas, el segundo intento deberá realizarse después de las quince horas y viceversa, dejando en todo caso al menos un margen de diferencia de tres horas entre ambos intentos de notificación. Se acoge y mejora la doctrina jurisprudencial que postulaba que esa diferencia debería entenderse acreditada cuando, entre el primer intento y el segundo, hubiese transcurrido al menos 60 minutos, ampliándose el lapso temporal fijado por el Tribunal Supremo en Sentencia de 28 de octubre de 2004 (37) .Si el segundo intento también resultara infructuoso, se procederá en la forma prevista en el artículo 44 LPACAP, en referencia a los supuestos de notificación infructuosa, prevista para los supuestos en los que los interesados en un procedimiento sean desconocidos, se ignore el lugar de la notificación o bien, intentada ésta, no se hubiese podido practicar, la notificación se hará por medio de un anuncio publicado en el Boletín Oficial del Estado (BOE).



	
•  Anuncio en Boletín. Asimismo, previamente y con carácter facultativo, las AAPP podrán publicar un anuncio en el boletín oficial de la Comunidad Autónoma o de la Provincia, en el tablón de edictos del Ayuntamiento del último domicilio del interesado o del Consulado o Sección Consular de la Embajada correspondiente. Las AAPP podrán establecer otras formas de notificación complementarias a través de los restantes medios de difusión, que no excluirán la obligación de publicar el correspondiente anuncio en el BOE.

	
•  Notificación por medio de anuncio publicado en el BOE. la Disposición adicional tercera, establece que el BOE pondrá a disposición de las diversas AAPP un sistema automatizado de remisión y gestión telemática para la publicación de los anuncios de notificación en el mismo previstos en el artículo 44 LPACAP y en la propia disposición adicional, sistema, que cumplirá con lo establecido en la norma y en su normativa de desarrollo, garantizará la celeridad de la publicación, su correcta y fiel inserción, así como la identificación del órgano remitente. En aquellos procedimientos administrativos que cuenten con normativa específica, de concurrir los supuestos previstos en el artículo 44 LPACAP, la práctica de la notificación se hará, en todo caso, mediante un anuncio publicado en el BOE, sin perjuicio de que previamente y con carácter facultativo pueda realizarse en la forma prevista por dicha normativa específica (38) .



Por otra parte, se mantiene la regulación de los supuestos de publicación en el artículo 45 LPACAP (39)  aunque cuando el órgano competente apreciase que la notificación por medio de anuncios o la publicación de un acto lesiona derechos o intereses legítimos, se limitará a publicar en el Diario oficial que corresponda una somera indicación del contenido del acto y del lugar donde los interesados podrán comparecer, en el plazo que se establezca, para conocimiento del contenido íntegro del mencionado acto y constancia de tal conocimiento. Adicionalmente y de manera facultativa, las Administraciones podrán establecer otras formas de notificación complementarias a través de los restantes medios de difusión que no excluirán la obligación de publicar en el correspondiente Diario oficial, en cualquier caso con pleno respeto a la normativa en materia de protección de datos de carácter personal.

7.  Revisión del régimen de impugnación de los actos administrativos

Sin perjuicio de otras cuestiones derivadas de la LPACAP, a continuación examinaremos algunas modificaciones de alcance, relativas al régimen de impugnación de actos y acuerdos, que se mantiene en su esencia, pero que recoge cambios de nivel, con especial interés en relación con la supresión de las reclamaciones administrativas previas a la vía laboral y civil.

7.1.  Régimen de impugnación de actos y acuerdos

La regulación en la LPACAP en relación con la validez y medios de revisión de los actos administrativos no presenta, en general, sustanciales diferencias en relación con la previsión de la LRJPAC, más allá de su reconsideración en clave electrónica, destacando, entre las de mayor relieve la supresión de las reclamaciones previas a la vía laboral y civil, configuradas hasta ahora con carácter preceptivo en el acceso a las respectivas jurisdicciones y que tras la entrada en vigor de la LPACAP desaparecen.

El variado escenario de impugnación de los actos administrativos que aparece en la LRJPAC se mantiene sustancialmente en el ámbito administrativo, con los siguientes instrumentos:


	
•  Recurso de alzada.

	
•  Recurso potestativo de reposición.

	
•  Recurso extraordinario de revisión.

	
•  Revisión de oficio.



La configuración del sistema de impugnación de actos y acuerdos se perfila en términos muy similares a los establecidos por la LRJPAC, previéndose su interposición contra las resoluciones y los actos de trámite, en este último caso cuando decidan directa o indirectamente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, produzcan indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos, en cuyo caso podrán interponerse por los interesados los recursos de alzada y potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 47 y 48 LPACAP, sin perjuicio de que la oposición a los restantes actos de trámite que pueda alegarse por los interesados para su consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento. Vías de impugnación que también resultarán de aplicación no sólo contra los actos administrativos, sino también contra las disposiciones administrativas de carácter general.

En lo relativo a las novedades derivadas de la reforma en relación con los medios de impugnación en vía administrativa podemos destacar por su mayor trascendencia y sin perjuicio de determinados ajustes de carácter formal las siguientes:


	
•  Prohibición de aportación de recursos, hechos, documentos o alegaciones. El artículo 118. 1, párrafo segundo, LPACAP incorpora la previsión de que no se tendrán en cuenta en la resolución de los recursos hechos, documentos o alegaciones del recurrente, cuando habiendo podido aportarlos en el trámite de alegaciones no lo haya hecho. Tampoco se permitirá la solicitud de práctica de pruebas cuando su falta de realización en el procedimiento en el que se dictó la resolución recurrida fuera imputable al interesado. Se pretende de este modo «sancionar» la mala fe del interesado que se reserva determinada información para la fase de recurso, pero esta actuación introduce un alto grado de discrecionalidad en la valoración de si se trata de una falta imputable al interesado.

	
•  Pluralidad de recursos administrativos. Se introduce la prescripción de que cuando deban resolverse una pluralidad de recursos administrativos que traigan causa de un mismo acto administrativo y se hubiera interpuesto un recurso judicial contra una resolución administrativa o bien contra el correspondiente acto presunto desestimatorio, el órgano administrativo podrá acordar la suspensión del plazo para resolver hasta que recaiga pronunciamiento judicial, en cuyo caso el acuerdo de suspensión deberá ser notificado a los interesados, quienes podrán recurrirlo.

	
•  Suspensión de la eficacia del acto. El artículo 117 LPACAP mantiene la regulación del artículo 111 LRJPAC en los aspectos generales de que la interposición de cualquier recurso no conllevará la suspensión de los efectos del acto recurrido, recogiendo las causas que pueden dar lugar a su estimación, así como el sentido del silencio positivo, ante la falta de resolución en el plazo establecido. Ahora bien, en relación con la estimación por silencio y el plazo para su apreciación se introduce una modificación en el cómputo del plazo para la resolución de la solicitud de suspensión.El artículo 111 LRJPAC fijaba el plazo para resolver la solicitud de suspensión en 30 días, sin ningún matiz, es decir, descontando días inhábiles, domingos y festivos, sin embargo la nueva redacción impone el plazo de un mes para la resolución, distinción en los cómputos que con los nuevas reglas fijadas adquieren relevancia. De mantenerse el cómputo en días, con el nuevo criterio de considerar inhábiles a los sábados, el plazo se extendería más en el tiempo, sin embargo, el cómputo del período por meses, en este caso uno, constituye una medida que, en este caso, beneficia claramente al interesado al tratarse de un supuesto de estimación por silencio positivo.



	
•  Todavía en esta materia, se introduce otra modificación de calado en la nueva redacción por la LPACAP, y es la relación entre la suspensión del acto administrativo impugnado y sus efectos, pues la norma establece ahora la prolongación de la suspensión después de agotada la vía administrativa cuando, habiéndolo solicitado previamente el interesado, exista medida cautelar y los efectos de ésta se extiendan a la vía contencioso-administrativa, prolongación que se produce con carácter imperativo, frente a la redacción anterior, que lo preveía con carácter potestativo. Si el interesado interpusiera recurso contencioso-administrativo, solicitando la suspensión del acto objeto del proceso, se mantendrá la suspensión hasta que se produzca el correspondiente pronunciamiento judicial sobre la solicitud.

	
•  Revisión de oficio. Como señalamos, al igual que prácticamente todo el articulado de la LRJPAC la regulación de la revisión de oficio es objeto de modificaciones de detalle, al margen de las inherentes al cambio de formato electrónico. Entre otros, el relativo al plazo para resolver los procedimientos de revisión de oficio de disposiciones y actos, que pasa de los tres meses en la LRJPAC a los seis meses.

	
•  Ampliación de plazo. Se produce una sustancial ampliación del plazo previsto para que opere la caducidad los procedimientos de revisión se hubiesen iniciado de oficio, pasando de los tres meses recogidos en la LRJPAC a 6 meses, exactamente el doble, en la LPAC. De este modo se ofrece la posibilidad de tramitar los expedientes sin el condicionamiento de la caducidad en un plazo limitado, que si bien debería ser suficiente no se ha demostrado como tal.

	
•  La declaración de lesividad como presupuesto procesal. Se efectúa una importante aclaración en cuanto a la declaración de lesividad de los actos anulables, delimitando de un modo preciso que, sin perjuicio de su examen como presupuesto procesal de admisibilidad de la acción en el proceso judicial correspondiente, la declaración de lesividad no será susceptible de recurso, si bien podrá notificarse a los interesados a los meros efectos informativos. Queda claro de este modo su carácter de presupuesto procesal y no de acto administrativo susceptible de impugnación aislada por los interesados.

	
•  Revocación de actos y rectificación de errores. En cuanto a la revocación de actos y rectificación de errores, el artículo 109 LPACAP, prevé la posibilidad de la administración de revocar sus actos de gravamen o desfavorables, siempre que tal revocación no constituya dispensa o exención no permitida por las leyes, ni sea contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico y de rectificar en cualquier momento, de oficio o a instancia de los interesados, los errores materiales, de hecho o aritméticos existentes en sus actos. Pero la nueva redacción introduce una modificación sobre la recogida en la LRJPAC en materia de revocación, pues antes se preveía la posibilidad de revocación en cualquier momento y la LPACAP limita la facultad de revocación al período en el cual no haya transcurrido el plazo de prescripción.



7.2.  Supresión reclamaciones administrativas previas a la vía laboral y civil

Frente a la regulación recogida en la LRJPAC, la LPACAP opta por suprimir las conocidas reclamaciones administrativas previas en el ámbito laboral y en el ámbito civil. Conforme a la propia explicación recogida en la Exposición de Motivos, la finalidad de esta medida es la de facilitar el acceso de los interesados a la jurisdicción, pues según se ha demostrado la interposición de reclamaciones previas ha tenido escasa virtualidad práctica como ventaja de los administrados configurándose como una auténtica carga, operando de este modo como una medida más en clave de simplificación y reducción de cargas administrativas (40) .

En la actualidad los artículos 121 y siguientes LRJPAC regulan la tramitación de esta reclamación en vía administrativa como requisito previo al ejercicio de acciones fundadas en derecho privado o laboral contra cualquier Administración Pública, salvo los supuestos en que dicho requisito esté exceptuado por una disposición con rango de Ley.

Es decir, la reclamación previa, en el ámbito local, carece del carácter potestativo del recurso de reposición que permite al interesado optar entre formular reclamación administrativa o acudir directamente a la jurisdicción contencioso-administrativa. Por ello, si planteada una reclamación ante las AAPP, ésta no ha sido resuelta y no ha transcurrido el plazo en que deba entenderse desestimada, no podrá deducirse la misma pretensión ante la jurisdicción correspondiente. En coherencia con dicha prescripción, planteada la reclamación previa se interrumpirán los plazos para el ejercicio de las acciones judiciales, que volverán a contarse a partir de la fecha en que se haya practicado la notificación expresa de la resolución o, en su caso, desde que se entienda desestimada por el transcurso del plazo.

La supresión de la reclamación administrativa previa a la vía laboral ha provocado la necesidad de abordar la modificación de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social, para adaptarla a la desaparición de la reclamación previa, modificación que se lleva a cabo en la Disposición Final tercera LPACAP.

Por la relación de las vías de impugnación administrativas con el ámbito jurisdiccional y en la línea de la extensión de la reforma administrativa debemos recordar la aprobación de la Ley 42/2015, de 5 de octubre, de reforma de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, conforme a la cual para hacer efectiva la implantación de las nuevas tecnologías en la Administración de Justicia, estableciendo el 1 de enero de 2016 como fecha límite a partir de la cual todos los profesionales de la justicia y órganos judiciales deberán usar los sistemas telemáticos existentes en la Administración de Justicia.

8.  Epílogo: régimen transitorio y entrada en vigor

El legislador ha diseñado un complejo régimen en la aplicación de las previsiones de la LPACAP, tanto desde el punto de vista temporal como desde el punto de vista material, en cuanto a la magnitud de los cambios que se derivan de la implantación de la administración electrónica, que se introducen con diferentes tiempos en su eficacia, como respecto al establecimiento de prescripciones concretas respecto a aspectos procedimentales tales como el archivo y que produce significativos problemas aplicativos en cuanto a la entrada en vigor y exigibilidad de la tramitación electrónica a partir del 2 de octubre de 2016.

8.1.  Régimen transitorio

Por las razones apuntadas, la aplicación del régimen transitorio previsto en la LPACAP requiere sistematizar las disposiciones correspondientes por ámbitos materiales conforme a la siguiente exposición:


	
•  Archivo de documentos. Disposición transitoria Primera. Tal y como hemos expuesto a lo largo del presente Capítulo, uno de los mecanismos más complejos para su implantación, por la escasa penetración que en el procedimiento administrativo ha tenido hasta ahora, en términos de gestión documental, es el archivo electrónico, por lo que la norma dedica al mismo sus propias previsiones transitorias.Conforme a ésta el archivo de los documentos correspondientes a procedimientos administrativos ya iniciados antes de la entrada en vigor de la LPACAP, se regirán por lo dispuesto en la normativa anterior. No obstante, siempre que sea posible, los documentos en papel asociados a procedimientos administrativos finalizados antes de la entrada en vigor de la Ley, deberán digitalizarse de acuerdo con los requisitos establecidos en la normativa reguladora aplicable.



	
•  Registro electrónico y archivo electrónico único. Disposición transitoria 2ª. Mientras no entren en vigor las previsiones relativas al registro electrónico y el archivo electrónico único, la LPACAP contempla en el ámbito de la AGE la aplicación de las siguientes reglas:
	
—  Durante el primer año, tras la entrada en vigor de la Ley, podrán mantenerse los registros y archivos existentes en el momento de la entrada en vigor de esta ley.

	
—  Durante el segundo año, tras la entrada en vigor de la Ley, se dispondrá como máximo, de un registro electrónico y un archivo electrónico por cada Ministerio, así como de un registro electrónico por cada Organismo público.





	
•  Régimen transitorio de los procedimientos. Disposición Transitoria Tercera. La complejidad de derogar una norma como la LRJPAC, espina dorsal del funcionamiento de las AAPP y del procedimiento administrativo común, debe acompañarse de un conjunto de reglas que, claramente delimiten qué normativa debe aplicarse en las diferentes fases de tramitación de los procedimientos que se encontraban «vivos» en el momento de su entrada en vigor, conforme a las cuales:
	
—  A los procedimientos ya iniciados antes de la entrada en vigor de la LPACAP no les será de aplicación la misma, rigiéndose por la normativa anterior.

	
—  Los procedimientos de revisión de oficio iniciados después de la entrada en vigor de la LPACAP se sustanciarán por las normas establecidas en ésta.

	
—  Los actos y resoluciones dictados con posterioridad a la entrada en vigor de la LPACAP se regirán, en cuanto al régimen de recursos, por las disposiciones de la misma.

	
—  Los actos y resoluciones pendientes de ejecución a la entrada en vigor de la LPACAP se regirán para su ejecución por la normativa vigente cuando se dictaron.

	
—  A falta de previsiones expresas establecidas en las correspondientes disposiciones legales y reglamentarias, las cuestiones de Derecho transitorio que se susciten en materia de procedimiento administrativo se resolverán de acuerdo con los principios establecidos en los apartados anteriores.





	
•  Régimen transitorio de los archivos, registros y punto de acceso general. Disposición transitoria Cuarta. En consideración a lo dispuesto en la Disposición final respecto a la entrada en vigor de la LPACAP y el momento en que habrán de surtir efectos determinadas previsiones, esta disposición contempla precisamente el régimen de aplicación a los aspectos procedimentales afectados por la técnica prevista en la misma.De este modo, señala que mientras no entren en vigor las previsiones relativas al registro electrónico de apoderamientos, registro electrónico, punto de acceso general electrónico de la Administración y archivo único electrónico, las AAPP mantendrán los mismos canales, medios o sistemas electrónicos vigentes relativos a dichas materias, que permitan garantizar el derecho de las personas a relacionarse electrónicamente con las Administraciones. Esta última precisión es importante porque no parece, en contra de algunas interpretaciones apuntadas, que la voluntad del legislador sea la de prolongar la vigencia del papel, pues remarca que durante este lapso temporal deberá garantizarse el derecho de las personas en su relación electrónica con la Administración.



	
•  Procedimientos de responsabilidad patrimonial derivados de la declaración de inconstitucionalidad de una norma o su carácter contrario al Derecho de la Unión Europea. Disposición transitoria Quinta. Los procedimientos administrativos de responsabilidad patrimonial derivados de la declaración de inconstitucionalidad de una norma o su carácter contrario al Derecho de la Unión Europea iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la LPACAP, se resolverán de acuerdo con la normativa vigente en el momento de su iniciación.



8.2.  Eficacia temporal de algunas previsiones. Las fórmulas interadministrativas de colaboración en red

La entrada en vigor de las previsiones de la LPACAP exige el manejo de distintas y variadas previsiones en relación con el momento a partir del cual la regulación recogida en la LPACAP se activará y resultará de plena aplicación. En este sentido su Disposición Final Séptima tras recoger una vacatio legis de un año a partir de su publicación en el BOE, de 2 de octubre de 2015, recogía la concesión de un plazo más amplio, de dos años tras esta entrada en vigor, plazo a partir del cual surtirán efectos unas previsiones determinadas que aparecen como ejes fundamentales para el éxito de un proceso de implantación, las relativas al registro electrónico de apoderamientos, registro electrónico, registro de empleados públicos habilitados, punto de acceso general electrónico de la Administración y archivo único electrónico.

Mediante esta técnica la Disposición abría un escenario de dos años durante los cuales las distintas AAPP deberían disponer los sistemas necesarios para garantizar la definitiva implantación de la administración electrónica en cuanto al cumplimiento de su articulado, difícil reto ante la divergente configuración de la administración pública, en la que conviven estructuras ministeriales con municipios de menos de 100 habitantes, en un hiperfragmentado mapa local y con la conjunción de 17 CCAA con sus propios diseños, y que lleva a un escenario distinto para los ciudadanos en función de la administración con la que se relacione y la interpretación que ésta realice sobre su entrada en vigor.

Como apuntábamos al inicio del presente capítulo esta prescripción temporal se ha visto modificada por lo dispuesto en el Artículo sexto del Real Decreto-ley 11/2018, de 31 de agosto, de transposición de directivas en materia de protección de los compromisos por pensiones con los trabajadores, prevención del blanqueo de capitales y requisitos de entrada y residencia de nacionales de países terceros y por el que se modifica la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la LPACAP, que se limita a fijar que las previsiones relativas al registro electrónico de apoderamiento, registro electrónico, registro de empleados públicos habilitados, punto de acceso general electrónico de la Administración y archivo electrónico único producirán efectos a partir del 2 de octubre de 2020. Es decir, 2 años más tarde de lo inicialmente previsto.

Pero esta previsión ha sido objeto de nueva modificación en virtud de lo dispuesto en la Disposición Final Sexta, del Real Decreto 27/2020, de 4 de agosto, de medidas financieras, de carácter extraordinario y urgente, aplicable a las entidades locales, que demoraba la vigencia de dichas previsiones a 2 de abril de 2021, pero dicha norma no fue objeto de convalidación en el Congreso de los Diputados retomaba vigencia temporalmente la fecha de 2 de octubre de 2020. No obstante, la ampliación temporal volvió a ser incluida en el Real Decreto-Ley 28/2020, de 22 de septiembre, de trabajo a distancia, por lo que la fecha al cierre de este capítulo, sería la de 2 de abril de 2021. Esta anomalía normativa en relación con las fechas de vigencia completa de la LPACAP, cinco años después de su aprobación permite apreciar cómo el enfoque puramente normativo no es suficiente.

Por ello, uno de los grandes retos de implantación de la LPACAP radica en alcanzar el verdadero objetivo de la transformación digital, en particular, en relación a determinados elementos clave y para evitar estas dificultades la propia norma prevé la existencia de soluciones basadas en la colaboración en red. Para superar este obstáculo la Disposición adicional segunda LPACAP prevé la adhesión de CCAA y EELL a las plataformas y registros de la Administración General del Estado para cumplir con lo previsto en materia de registro electrónico de apoderamientos, registro electrónico, archivo electrónico único, plataforma de intermediación de datos y punto de acceso general electrónico de la Administración, las CCAA y las EELL podrán adherirse voluntariamente y a través de medios electrónicos a las plataformas y registros establecidos al efecto por la Administración General del Estado. Su no adhesión, deberá justificarse en términos de eficiencia conforme al artículo 7 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

Conforme a dicho precepto, que recoge la positivización del principio de eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos, las políticas de gasto público deberán encuadrarse en un marco de planificación plurianual y de programación y presupuestación, atendiendo a la situación económica, a los objetivos de política económica y al cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. Asimismo, la gestión de los recursos públicos estará orientada por la eficacia, la eficiencia, la economía y la calidad, a cuyo fin se aplicarán políticas de racionalización del gasto y de mejora de la gestión del sector público.

Prescripciones que afectan también a las disposiciones legales y reglamentarias, en su fase de elaboración y aprobación, los actos administrativos, los contratos y los convenios de colaboración, así como cualquier otra actuación de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley que afecten a los gastos o ingresos públicos presentes o futuros, deberán valorar sus repercusiones y efectos, y supeditarse de forma estricta al cumplimiento de las exigencias de los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.

Para el caso que una Comunidad Autónoma o una Entidad Local justifique ante el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas que puede prestar el servicio de un modo más eficiente, de acuerdo con los criterios señalados, y opte por mantener su propio registro o plataforma, las citadas Administraciones deberán garantizar que éste cumple con los requisitos del ENI, el ENS, y sus normas técnicas de desarrollo, de modo que se garantice su compatibilidad informática e interconexión, así como la transmisión telemática de las solicitudes, escritos y comunicaciones que se realicen en sus correspondientes registros y plataformas (41) .

Se trata de una previsión que ha sido objeto de fuerte censura por cuanto supone la utilización de los mecanismos utilizados para garantizar la estabilidad presupuestaria y la sostenibilidad financiera, para condicionar el ejercicio de la potestad de autoorganización autonómica y local, y su autonomía en el establecimiento de su estrategia de implantación. Más allá de la referencia a las relaciones interadministrativas ahora en clave electrónica en la regulación recogida en la LRJPSP.

9.  Bibliografía

ÁLVAREZ GARCÍA, V., «La codificación parcial de la jurisprudencia sobre la inexistencia de plazos para recurrir los supuestos de silencio administrativo negativo (o un supuesto de evitable desajuste técnico entre la nueva Ley de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y la vieja Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa)», en Actualidad Administrativa (monográfico especial dedicado a La nueva Ley del Procedimiento Administrativo Común), núm. 2, febrero, 2016.

CAMPOS ACUÑA, M.ª C., «El desdoblamiento de la Ley 30/1992: el contexto de la fórmula disociativa y sus consecuencias. Consideraciones generales y aspectos más relevantes», en El nuevo Procedimiento Administrativo Local tras la Ley 39/2015, M.ª Concepción CAMPOS ACUÑA (Coord.), Wolters Kluwer, LA LEY, 2016.

CAMPOS ACUÑA, M.ª C., «Obligación de resolver. El silencio administrativo. Términos y plazos. Tramitación simplificada», Ley 39/2015, de Procedimiento Administración Común: reflexiones y claves para aplicación, GALLARDO CASTILLO, M.ª J. (Coord.), CEMCI, 2016.

DELGADO GÓMEZ, A. y FLORES IGLESIAS, L., «El nuevo diseño de los archivos: la evolución del modelo analógico al electrónico y los requisitos de seguridad e interoperabilidad», en El nuevo Procedimiento Administrativo Local tras la Ley 39/2015, M.ª Concepción CAMPOS ACUÑA (Coord.), Wolters Kluwer, LA LEY, 2016.

GALLEGO ALCALÁ, J.D., «Apuntes básicos sobre la nuevas reglas marco de actuación: especial referencia a la implantación de los registros electrónicos» en El nuevo Procedimiento Administrativo Local tras la Ley 39/2015, M.ª Concepción CAMPOS ACUÑA (Coord.), Wolters Kluwer, LA LEY, 2016.

CAMPOS ACUÑA, M.ª C., «El desdoblamiento de la Ley 30/1992: el contexto de la fórmula disociativa y sus consecuencias. Consideraciones generales y aspectos más relevantes», en El nuevo Procedimiento Administrativo Local tras la Ley 39/2015, M.ª Concepción CAMPOS ACUÑA (Coord.), Wolters Kluwer, LA LEY, 2016.

DOMENECH PASCUAL, G., «Hacia la simplificación de los procedimientos administrativos», comunicación al IX Congreso de la Asociación Española de Profesores de Derecho Administrativo, 2014.

• GONZÁLEZ PÉREZ, J., «Las notificaciones del mes de agosto», Revista de Administración Pública, núm. 61, 1970.

MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, S., «De la simplificación de la Administración Pública», Revista de Administración Pública, núm. 147, 1998.

MARTÍN DELGADO, I., Las notificaciones electrónicas en el procedimiento administrativo, Tirant lo Blanch, Valencia, 2009.

SANTAMARÍA PASTOR, J. A., «Los proyectos de Ley de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y de Régimen Jurídico del Sector Público: una primera evaluación», Documentación Administrativa, núm. 2, 2015.






OEBPS/images/im0001673079.jpg
= EL. CONSULTOR z
DE LOS AYUNTAMIENTOS
La implantacion

de la administracion -
electronica

y de la e-factura P
2.2 Edicion > ?’

Director

Jaime Pintos
Santiago

&. Wolters Kluwer





OEBPS/images/im0001669640.jpg
3. Wolters Kluwer






OEBPS/content/NcxToHtml.html










































		Autores

		Presentación

		Capítulo I El Procedimiento Administrativo Electrónico en la Ley 39/2015		1. Planteamiento general

		2. Los ciudadanos ante el procedimiento administrativo electrónico

		3. Claves del funcionamiento electrónico

		4. El procedimiento administrativo

		5. Las especialidades procedimentales

		6. La notificación administrativa ante el doble régimen presencial y electrónico

		7. Revisión del régimen de impugnación de los actos administrativos

		8. Epílogo: régimen transitorio y entrada en vigor

		9. Bibliografía





		Capítulo II La Administración Electrónica en la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público		1. Consideraciones previas

		2. los medios electrónicos de acceso a la información y servicios por los ciudadanos

		3. los sistemas de identificación y firma de las administraciones públicas

		4. la gestión documental electrónica

		5. Las Relaciones interadministrativas electrónicas

		Bibliografía





		Capítulo III Derecho aplicado de la contratación pública electrónica		1. Introducción jurídica de aproximación a la materia

		2. Interpretación conforme al Derecho de la Unión Europea de la Contratación Pública Electrónica

		3. La obligatoriedad de la contratación pública electrónica en el marco jurídico nacional

		4. Derecho aplicado de la contratación pública electrónica obligatoria en España

		5. Conclusión reflexiva

		6. Bibliografía





		Capítulo IV La e-factura como elemento esencial de la administración electrónica integral		1. Introducción

		2. Normativa aplicable

		3. ¿Qué es una factura? ¿Y una factura electrónica?

		4. Obligatoriedad vs. voluntariedad de la facturación electrónica

		5. LA INTEROPERABILIDAD. LA DIRECTIVA 2014/55/UE

		6. Diversos aspectos técnicos de la facturación electrónica

		7. Medidas de impulso y apoyo a la utilización de la facturación electrónica





		Capítulo V Transparencia y acceso a la información pública en el nuevo contexto de la Administración electrónica		1. Marco normativo de la transparencia en España

		2. Transparencia activa y acceso a la información. Introducción

		3. Transparencia activa

		4. Acceso a la información

		5. Modelos de gestión

		6. Calidad de las iniciativas e indicadores

		7. Cerrando el círculo

		Bibliografía















OEBPS/images/im0001669639.jpg
= ELCONSULTOR

DE LOS AYUNTAMIENTOS





